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1. ALGUNAS CONSIDERACIONES INTRODUCTORIAS EN 
TORNO A LA INSTITUCION DEL REFERENDUM 

1.1. CONCEPTO Y CLASES DE REFERENDUM 

El término "referéndum" aparece en los Parlamentos medievales, 
especialmente en Suiza. Se utilizaba para designar la técnica a través de 

Cuadernos de la Facultad de Derecho, 15 (PALMA DE MALLORCA 1986). 
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la cual los representantes de los territorios, cuando sobre un tema care­
cían de instrucciones concretas, no tomaban sus decisiones en firme, 
sino "ad referendum", es decir, "refiriendo el asunto a sus mandantes" 
y bajo la reserva de su ratificación (1). 

La utilización técnica del vocablo "referéndum" en nuestro país es re­
lativamente reciente. El "Discurso leído el día 9 de noviembre de 1895 
en el Ateneo Científico y Literario de Madrid sobre el tema del referén­
dum" (2) por Segismundo Moret y Prendergast, más tarde Presidente 
del Gobierno, es, sin duda, una de las primeras ocasiones en que este tér­
mino es utilizado en un ámbito académico. Tres años más tarde, Angel 
Ganivet, en sus Cartas finlandesas, conceptúa al referéndum como un 
tema de moda (3). Sin embargo, hasta 1917 no se publica en España un 
trabajo científico dedicado específicamente a este mecanismo de partici­
pación directa, en concreto me estoy refiriendo al libro de Julián de Re­
paraz y Astein titulado, precisamente, El referéndum (4). Añadamos, 
para concluir estas breves ideas sobre la introducción del vocablo "refe­
réndum" en España, que en el Diccionario Manual de la Real Academia 
de 1927 se incluye, por primera vez, "una definición de referéndum 
como consulta que se hace al pueblo sobre asuntos de interés común" (5). 

Ofrecer una definición precisa de lo que debe entenderse por "refe­
réndum" no es una tarea exenta de dificultades, pues, como tendremos 
ocasión de estudiar con detenimiento, existe una pluralidad de modali­
dades de referéndums, con requisitos y efectos específicos. Esta polémi­
ca institución, que constituye "un verdadero exponente de las tensiones 
y contradicciones que traspasan al Estado de Derecho democrático" (6), 
permite, ocasionalmente y bajo ciertas condiciones, ejercer la soberanía 
al pueblo, "depositario último de la misma", de modo que sus resultados 
se impongan, sin excepción, a todos los órganos del Estado (7). En una 

(1) Cfr. Torres del Moral, Antonio: Principios de Derecho Constitucional español J, 
Atomo Ediciones. Madrid. 1985. pág. 106; Aguiar de Luque, Luis: Democracia directa y 
Estado constitucional. Edersa, Madrid. 1977. págs. 50-51; Hernández Lafuente, Adolfo: 
"Los referéndums de autonomía en la 11 República" en Revista de Estudios Políticos. núm. 
5. 1978. pág. 98; Duval. H.: Référendum et Plébiscite. Armand Colin, París, 1970. pág. 6; 
Pérez Serrano. Nicolás: Tratado de Derecho Político. Civitas, Madrid, 1976. pág. 700. 

(2) Esti. Ip. Sucesores de Ribadeneyra. Madrid. 1895. 
(3) Cfr. Ganivet. Angel: Cartas finlandesas. Madrid. 1898. pág. 31. Citado por Aguiar 

de Luque. Luis: Democracia ...• op. cit .• pág. 240. 
(4) Hijos de Reus. Madrid. 1917. 
(5) Citado por Aguiar de Luque. Luis: Democracia ...• op. cit .• pág. 243. 
(6) Cfr. Aguiar de Luque, Luis: "Referéndum" en Diccionario del sistema político es­

pañol (dirigido por J.J. González Encinar). Akal, Madrid. 1984, pág. 791. 
(7) Cfr. Linde Paniagua, Enrique y Herrero Lera. Miguel: "El referéndum en la Cons-
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primera aproximación, podemos definir el referéndum diciendo que es 
uno de los mecanismos de participación directa del ciudadano en la vida 
política, consistente en formular una pregunta al cuerpo electoral para 
que éste se pronuncie, con un sí o un no, sobre la misma, sin ningún tipo 
de intermediarios. Gilbert Bortoli, en un notable trabajo sobre la prácti­
ca del referéndum en Francia, nos da la siguiente definición: "procedi­
miento por el que el conjunto de los ciudadanos se pronuncia directa­
mente sobre una cuestión de gobierno (texto o medida puesta en acción 
o que se está a punto de poner), en lugar de que esta cuestión sea resuelta 
por los representantes de los ciudadanos y los poderes constituidos" (8). 

Hay que iniciar el estudio de las diversas modalidades de referéndum 
recordando que todas las clasificaciones son convencionales, un modo de 
ir entendiéndose y de ordenar mínimamente el trabajo. La mía, síntesis 
de muchas otras (9) y que por tanto no pretende tener el mérito de la ori­
ginalidad, es necesariamente limitada e imperfecta: 

A) Por la necesidad o no de que se celebre el referéndum para la vali­
dez del acto, puede ser obligatorio o facultativo (10). Mientras que el pri­
mero "tiene lugar ope legis, por imperativo constitucional", el segundo 
sólo se celebra cuando lo requiere un órgano (o porción del mismo) legi­
timado para ello (11). En España, por ejemplo, es referéndum obligato­
rio el que se precisa para llevar a cabo una reforma total de la Constitu­
ción (art. 168), y es facultativo el que puede celebrarse en el supuesto de 
una reforma parcial no esencial de la misma (art. 167). 

titución española de 1978" en Boletín Informativo del Departamento de Derecho Político, 
núm. 3, primavera 1979, pág. 19. 

(8) Cfr. Bortoli, Gilbert: Sociología del referéndum en la Francia moderna, L.G.D.J., 
París. 1965, pág. 1. 

(9) Para elaborar esta breve clasificación hemos tenido en cuenta las que se han pro­
puesto en los siguientes trabajos: De Esteban, Jorge y otros: El régimen constitucional es­
pañoll, Labor Universitaria, Barcelona, 1980, págs. 93-94; Torres del Moral, Antonio: 
Principios ... , op. cit., págs. \07-108; AguiaT de Luque, Luis: Democracia ... , op. cit., págs. 
liS. 116,318 Y 319; Cruz Villalón, Pedro: "El referéndum consultivo como modelo de Ta­
ciOlialización constitucional" en Revista de Estudios Políticos, núm. 13, 1980, págs. 146-
147; Pérez Serrano, Nicolás: Tratado ... , op. cit., págs: 700-704; Biscaretti di Ruffia, Paolo: 
Derecho Constitucional, Tecnos, Madrid, 1973, págs. 422-426; Ripollés Serrano, María 
Rosa: "Notas acerca de la Ley Orgánica sobre regulación de las distintas modalidades de 
referéndum" en Comentarios sobre la Constitución española de 1978, Universidad de Va­
lencia, Valencia, 1980, págs. 321-322. 

(\O) Con análogo criterio, cfr. Torres del Moral, Antonio: Principios ... , op. cit., pág. 
\07. 

(11) Cfr. Cruz Villalón, Pedro: "El referéndum ... ", op. cit., pág. 146. 
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B) Dentro del ámbito de los referéndums facultativos podemos hacer 
otra clasificación, en función de quién está legitimado para solicitar su 
convocatoria. Distinguimos entonces entre referéndums a iniciativa de 
un determinado número de electores, a iniciativa del Gobierno o de su 
Presidente, a iniciativa del Jefe del Estado y a iniciativa del Parlamento 
o de una porción del mismo. En España, por ejemplo, es facultativo a 
instancia del Presidente del Gobierno el referéndum consultivo del art. 
92, y es facultativo a propuesta de una porción del Congreso o del Sena­
do ~l referéndum de reforma parcial no esencial de la Constitución. 

C) Atendiendo al "contenido formal de la consulta" (12), el referén­
dum puede ser normativo o no normativo. El primero, como es obvio, 
tiene por objeto una disposición normativa, el segundo, por su parte, 
versa sobre una decisión política (vg. anexiones o segregaciones territo­
riales, adhesiones a organismos internacionales, resolución de conflictos 
entre órganos constitucionales, etc.). En nuestro ordenamiento consti­
tucional, es normativo el referéndum que se exige para aprobar los esta­
tutos de autonomía de los territorios que sigan la vía rápida (art. 151-2), 
y es no normativo el referéndum que se exige para que una proyectada 
comunidad autónoma pueda acceder a la autonomía plena por la vía rá­
pida sin reunir los requisitos que exige la disposición transitoria segunda 
(art. 151-1). 

D) Los referéndums normativos, a su vez, pueden clasificarse en 
constitucionales y legislativos, en función del rango jerárquico de la nor­
ma que se somete al veredicto popular. En España, tiene carácter de 
constitucional el referéndum previsto en el artículo 168 para reformar la 
Carta Magna, por el contrario se han excluido de nuestro sistema políti­
co los referéndums legislativos propiamente dichos (13). 

E) Dentro de los referéndums legislativos, según que el texto norma­
tivo esté o no en vigor, podemos distinguir entre referéndum legislativo 
de ratificación (14) y referéndum legislativo abrogatorio. El primero de 

(12) En este caso utilizamos la gráfica fórmula del profesor Antonio Torres del Moral: 
Principios ... , op. cit., pág. 107. 

(13) Debemos precisar, al objeto de evitar confusiones, que, en sentido literal, es "le­
gislativo" el referéndum que se exige para aprobar el estatuto de autonomía de un territo­
rio que siga la vía rápida (art. 151-2), pues lo que se somete a la decisión popular es una nor­
ma con rango de ley (en concreto, orgánica). Sin embargo, este "referéndum autonómi­
co", que guarda importantes analogías con el de reforma constitucional, responde a unos 
planteamientos muy distintos a los del referéndum legislativo propiamente dicho (cuyo ob­
jeto es aprobar o derogar una ley). 

(14) Paolo Biscaretti di Ruffia (Derecho ... , op. cit., pág. 422) utiliza en este supuesto 
la denominación referéndum "constitutivo". 
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ellos, que es el referéndum legislativo en sentido estricto, consiste en so­
meter a la decisión del cuerpo electoral un proyecto de ley (en conse­
cuencia, si el resultado es afirmativo se convierte en ley, y si es negativo 
el proyecto no llega a entrar en el ordenamiento). El segundo, en cam­
bio, tiene por objeto una ley ya en vigor en el momento de celebrarse el 
referéndum (en consecuencia, en función de cuál sea el resultado, la ley 
será derogada o mantendrá su vigencia). En el texto definitivo de nues­
tra Constitución fueron suprimidas estas dos modalidades referendarias 
(15) . 

F) Atendiendo a la obligación de los poderes públicos de acatar el re­
sultado, algunos autores han distinguido entre el referéndum vinculante 
y el meramente consultivo. Sin embargo, como tendremos ocasión de 
explicar, nos parece una distinción muy problemática, que precisa para 
ser aceptada de importantes aclaraciones. 

G) En función del ámbito territorial en donde se celebra la consulta, 
podemos hablar de referéndums estatales (vg. los de reforma constitu­
cional), referéndums regionales (vg. el previsto en el art. 152-2 para re­
formar los estatutos de autonomía de las comunidades especiales) y refe­
réndums municipales (vg. los previstos en el art. 10-2 del Estatuto de Au­
tonomía de Cataluña). 

Como indicábamos al iniciar el estudio de la tipología referendaria, 
hay tantas clasificaciones como posibles perspectivas de análisis, lo que 
evidentemente obliga a una selección de las que se estimen más útiles e 
interesantes. Los siete puntos de vista que nosotros hemos utilizado, al 
habernos aportado un valioso material conceptual, nos facilitarán sensi­
blemente el análisis del referéndum en nuestro sistema constitucional. 

1.2. LA CRITICA AL REFERENDUM y LAS CONDICIONES NE­
CESARlAS PARA LOGRAR SU VALIDEZDEMOCRATICA 

El referéndum es una institución extremadamente polémica en la 
doctrina, lo cual no debe extrañar si se tiene en cuenta que ha sido utili­
zada con finalidades antagónicas y por "los regímenes políticos más dis­
pares" (16). En efecto, aunque en una primera impresión se podría pen-

(15) Cfr. infra 2.1.1.: "El referéndum en el proceso constituyente". 
(16) Cfr. Linde Paniagua, Enrique: "Artículo 92. Referéndum" en Comentarios a las 

Leyes Políticas. Constitución española de 1978 (dirigidos por Osear Alzaga Villaamil), 
Edersa, Madrid, 1985, tomo VII, pág. 370. 
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sar que el referéndum es el método de decisión democrático por excelen­
cia, pues el pueblo decide sin ningún tipo de intermediarios, hay que ser 
muy precavidos antes de "pronunciarse sobre su santificación democráti­
ca" (17). "La historia -como afirma Jorge de Esteban- nos enseña que 
han sido precisamente los enemigos de la democracia los que han utiliza­
do con más frecuencia esta forma de consulta popular" (18). Y Karl Frie­
drich, en la misma línea, ha subrayado que "los plebiscitos constituyen 
uno de los métodos predilectos de los dictadores, buscando en su autori­
dad un fundamento legítimo" (19). Loewenstein, con la fina perspicacia 
jurídica que caracteriza toda su obra, explica la razón de esta llamativa 
popularidad del referéndum entre los enemigos de la libertad. A su jui­
cio, dicha razón hay que buscarla en "el hecho de que la votación de (un) 
referéndum se puede manipular con propaganda y presión mejor que el 
procedimiento" de elección de una "asamblea representativa, cierta­
mente más racional" (20). 

En España tenemos varias experiencias de referéndums celebrados 
en un contexto autoritario (21). La carencia absoluta de libertades, uni­
da a una cuidada campaña oficial y a la imposibilidad de defender con 
eficacia respuestas distintas a la del partido único, convirtieron dichas 
consultas en un burdo mecanismo para legitimar ante la comunidad in­
ternacional un régimen político en el que el pueblo carecía de cualquier 
protagonismo. 

Los reparos que, desde posiciones democráticas, se han formulado al 
referéndum pueden sintetizarse en tres puntos (22): primero, distinta ló­
gica a la que responden la democracia representativa y el referéndum; 
segundo, facilidad de manipular el referéndum por quienes están en el 
Poder; y tercero, pérdida de utilidad y significado del referéndum en los 
regímenes políticos occidentales. Detengámonos, muy brevemente, en 
su análisis. 

1. En primer lugar, se destaca la "distinta lógica" a la que responden 
la democracia representativa y el referéndum. Pues en tanto que aquélla 

(17) CfL De Esteban, Jorge: El régimen ... , op. cit., pág. 92. 
(18) Ibidem. 
(19) CfL Friedrich, Karl: La démocratie constitutionnelle, P.U.F., París, 1958, pág. 

513. 
(20) CfL Loewenstein, Karl: Teoría de la Constitución, Ariel, Barcelona, 1976, pág. 

329. 
(21) En concreto, nos referimos a los plebiscitos de 1947 y 1966. 
(22) Seguimos básicamente la exposición del profesor Luis Aguiar de Luque: "Refe­

réndum",op. cit., págs. 791-792. 
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se basa en la sustitución del pueblo por minorías que actúan en su nom­
bre, éste constituye una clara manifestación de las concepciones demo­
cráticas radicales de Juan Jacobo Rousseau, críticas del sistema repre­
sentativo y favorables al autogobierno. O dicho con otras palabras, en 
tanto que el Estado representativo se vincula al principio de soberanía 
parlamentaria, el referéndum deriva del principio de soberanía popular 
(23). 

2. En segundo lugar, se afirma que el referéndum es, tal como de­
muestra la historia, fácilmente manipulable por quienes ocupan el Po­
der, y además favorece soluciones de carácter conservador, obstaculi­
zando las decisiones de signo progresista. El primero de estos dos aspec­
tos parece bastante indiscutible pues, desde Napoleón al general Pino­
chet, muchos dictadores lo han utilizado "para buscar -y forzar- un voto 
de adhesión incondicional" a su persona y a su sistema político (24). Las 
predilecciones, por ejemplo, de Hitler, Franco o Nasser por el referén­
dum no han hecho sino aumentar los recelos con que es contemplada 
esta institución. Por lo que se refiere al segundo aspecto de esta crítica, 
esto es, que el referéndum favorece respuestas de carácter conservador, 
me parece ya más discutible (25). El movimiento obrero francés, influi­
do por las experiencias bonapartistas, participó durante muchos años de 
este recelo, hasta el extremo de rechazar decididamente la práctica refe­
rendaria (26). A nuestro entender, esta crítica debe matizarse, pues el 
referéndum es conservador sólo en el sentido literal de la palabra, esto 
es, tiende a favorecer el mantenimiento del statu quo existente al tiempo 
de celebrarse la consulta (sea éste objetivamente de derechas o de iz­
quierdas). Y aun con t:sta precisión, esta crítica debe aceptarse con bas­
tantes cautelas. 

3. Finalmente, el profesor Aguiar recuerda que para algunos autores 
el referéndum ha perdido todo significado en los sistemas políticos occi-

(23) Cfr. Esmein, A.: Elements de Droit Constitutionnel fram,:aise el comparé, París, 
1921, vol. l. pág. 425. 

(24) Cfr. Lahoa. Juan M. y Vanaclocha. Francisco J.: "El referéndum en España" en 
Historia /6. núm. 7. noviembre 1976. pág. 24. Con análogo criterio. cfr. Elizalde Pérez. 
José María en el trabajo colectivo Apuntes de Derecho Político /, Universidad de Extrema­
dura. Facultad de Derecho. Departamento de Derecho Político. Cáceres. 1979-1980, vol. 
11. pág. 68. 

(25) En el mismo sentido. cfr. Aguiar de Luque, Luis: "Referéndum", op. cit., pág. 
792. 

(26) El líder socialista francés Jules Guesde sintetiza gráficamente este planteamiento 
con la siguiente frase: "entre el cólera. que es el régimen parlamentario, y la peste, que es 
el plehiscitario, no se elige: se dice que no a uno y a otro". Citado por Torres del Moral, 
Antonio: Principios ... , op. cit., pág. 69. 
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dentales, ya que "las consultas electorales (sobre la base de la rigidez de' 
las estructuras partidistas) se han tornado en una fórmula que conjuga la 
designación de gobernantes con la elección de opciones políticas alterna­
tivas" (27). Dicho con otras palabras, cuando hay elecciones generales, 
y en la sociedad hay algún tema de especial trascendencia fuertemente 
controvertido (vg. legalización del aborto, ingreso en una estructura mi­
litar internacional, etc.), cada partido político en su programa electoral 
debe pronunciarse sobre el mismo. De esta manera, cada ciudadano no 
sólo elige determinados gobernantes, sino que también, simultáneamen­
te, opta por una u otra solución al tema objeto de la controversia. Sien­
do, por tanto, a juicio de estos autores, innecesario e incluso perturba­
dor la introducción del referéndum. 

A nuestro juicio, sin negar que algunos de los reparos que se han di­
rigido contra el instituto del referéndum son realmente preocupantes, 
parece fuera de toda duda el carácter genuinamente democrático del 
mismo (28). Es cierto que su utilización ha servido con mucha frecuencia 
a regímenes políticos autocráticos y despóticos, pero también lo es que 
ni por su naturaleza ni por sus orígenes históricos se puede calificar al re­
feréndum de antidemocrático, sino todo lo contrario (29). "Sin dejar de 
reconocer, pues, la ambivalencia que en la práctica política ha compor­
tado acudir a fórmulas referendarias, y siendo también conscientes de la 
dificultad que encierra el ejercicio de la democracia directa o semidirecta 
en los Estados contemporáneos, el referéndum nos sigue pareciendo no 
sólo una fórmula inserta en la legitimidad democrática", sino también 
"un instrumento útil en la toma de decisiones colectivas" que requieran 
un especial consenso (30). 

El profesor Jorge de Esteban, desde una perspectiva teórica, ha se­
ñalado las tres condiciones necesarias para lograr que el referéndum ten­
ga "una validez realmente democrática" (31). En primer lugar, es im­
prescindible que la consulta se lleve a cabo en un Estado de Derecho, 
con todas las garantías formales y materiales que esta fórmula política 
implica. Esto comporta, como es obvio, "que el referéndum no es, ni 

(27) Cfr. Aguiar de Luque, Luis: "Referéndum", op. cit .. pág. 792. 
(28) Ibidem, pág. 791. 
(29) Opinión coincidente puede encontrarse, entre otros, en los siguientes trabajos: 

Linde Paniagua, Enrique y Herrero Lera, Miguel: "El referéndum en la Constitución ..... , 
op. cit., pág. 28; Torres del Moral, Antonio: Principios ... , op. cit., pág. 71. 

(30) Cfr. Linde Paniagua, Enrique y Herrero Len,:, Miguel: "El referéndum en la Cons­
titución ... ", op. cit., pág. 24. 

(31) Cfr. De Esteban, Jorge: El régimen ... , op. cit., pág. 92. 
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puede ser, más que otra de las varias instituciones utilizables en una de­
mocracia en donde exista ya un pluralismo político y unos derechos fun­
damentales garantizados. Pero, en ningún caso, puede ser la única vía de 
participación popular" en la vida política (32). En segundo lugar, es ne­
cesario que el referéndum recaida sobre una materia adecuada y que la 
pregunta esté correctamente formulada. "Un referéndum mal planteado 
o excesivamente técnico no supondrá la aclaración del tema" controver­
tido, ni dará "legitimidad a la consulta" (33). No es posible desconocer 
que la respuesta depende en gran medida "de los términos, más o menos 
hábiles, en que la interrogación al pueblo se haya formulado" (34). Fi­
nalmente, en tercer lugar, para la validez democrática de las consultas re­
ferendarias, se exige un adecuado control de los medios de comunica­
ción de masas de titularidad pública y, muy especialmente, de la televi­
sión cuando ésta emite en régimen de monopolio (35). En aras de la li­
bertad de expresión, es imprescindible garantizar que las diversas orga­
nizaciones políticas, sociales, económicas, religiosas y culturales podrán 
acceder de forma equitativa a estos medios de comunicación públicos y, 
al mismo tiempo, habrá que adoptar todas las medidas de control nece­
sarias para que el Gobierno no use de ellos abusivamente. 

2. LA INSTITUCION DEL REFERENDUM EN EL SISTEMA 
CONSTITUCIONAL ESPAÑOL 

2.1. CUESTIONES PRELIMINARES 

2.1.1. El referéndum en el proceso constituyente 

La Constitución española de 1978, tras varios debates parlamenta­
rios de alto nivel, ha consagrado tres grandes modalidades de referén­
dums (de reforma constitucional, consultivo y autonómicos), alguna de· 
las cuales engloba a su vez varias subespecies perfectamente diferencia­
das. El referéndum de reforma constitucional puede ser, en función de la 

(32) Ibidem. 
(33) Ibidem. 
(34) El profesor Nicolás Pérez Serrano (Tratado ...• op. cit., pág. 703) plantea este tema 

entre interrogantes. 
(35) Sobre el uso de los medios de comunicación de masas, cfr., entre otros, De Este­

han, Jorge: Por una comunicación democrática. Fernando Torres editor, Valencia, 1977; 
García Jiménez, Jesús (compilador): Radiotelevisión española y la Constitución, Universi­
dad Internacional Menéndez Pelayo, Madrid, 1981; Aguilar, Miguel Angel (compilador): 
Los medios de comunicación en la frontera democrática, Universidad Internacional Me­
néndez Pelayo, Madrid, 1982. 
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parte de la Ley Fundamental que se quiere modificar, facultativo (art. 
167) u obligatorio (art. 168). El referéndum consultivo, que consiste en 
someter al veredicto popular "decisiones políticas de especial trascen­
dencia", es único en su género (art. 92). Por el contrario, nuestra Cons­
titución recoge, al menos, cuatro tipos de referéndums autonómicos: A) 
referéndum para que una proyectada comunidad autónoma pueda acce­
der a la autonomía plena por la vía rápida sin reunir los requisitos que 
exige la disposición transitoria segunda (art. 151-1); B) referéndum para 
aprobar los estatutos de autonomía de los territorios que sigan la vía rá­
pida (art. 151-2); C) referéndum para modificar los estatutos de autono­
mía de las comunidades autónomas que hayan seguido la vía rápida (art. 
152-2); y D) referéndum para la incorporación de Navarra a la Comuni­
dad Autónoma Vasca (disposición transitoria cuarta). A estas tres gran­
des modalidades de referéndums -constitucional, consultivo y autonómi­
co- debemos añadir una cuarta: el referéndum municipal. Pues aunque la 
Constitución no la reconoce expresamente, parece clara su admisión en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 149-1-32" de la misma (36). 

Esta pluralidad de tipos de referéndum que acabamos de enumerar 
es bastante engañosa, y no debe llevarnos a pensar que el mecanismo de 
las consultas populares directas tiene asignado un papel importante en 
nuestro sistema político. Por el contrario, a lo largo del proceso constitu­
yente se fue haciendo patente que, en los principales partidos políticos, 
existía una notable dosis de desconfianza hacia los instrumentos de par­
ticipación directa en general, y hacia el referéndum en particular. El re­
sultado ha sido que en el Texto Constitucional definitivo el referéndum 
ha aparecido sensiblemente devaluado en todos los sentidos, lo que, en 
principio, no parece muy de acuerdo con los amplios términos con que 
el artículo 23 consagra el derecho a participar directamente en los asuntos 
públicos (37). 

Los aspectos más llamativos de esta desconfiada y restrictiva trayec­
toria constitucional son tres: la supresión del referéndum legislativo de 
ratificación y del referéndum legislativo abrogatorio, la restricción de los 
sujetos legitimados para solicitar la celebración de un referéndum y la 
calificación de "consultivo" al referéndum sobre decisiones políticas de 
especial trascendencia. 

(36) Análoga interpretación puede verse en Aguiar de Luque, Luis: "Referéndum", 
op. cit., pág. 798; Torres del Moral, Antonio: Principios ... , op. cit., págs. 110, 111 Y 125. 

(37) Cfr. Agúiar de Luque, Luis: "La Ley Orgánica de Referéndum: Un comentario" 
en Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, núm. 58,1980, pág. 
168; Idem: "Referéndum", op. cit., pág. 793. 
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1. Supresión del referéndum legislativo de ratificación y del referén­
dum legislativo abrogatorio 

Lo más destacado del último proceso constituyente en lo que afecta 
a la institución del referéndum es, sin ninguna duda, la supresión del re­
feréndum legislativo de ratificación y del referéndum legislativo abrogato­
rio, modalidades que, amén de gozar de cierta tradición en el Derecho 
comparado (38), cuentan con algunos precedentes en el Derecho históri­
co español (39). En efecto, tanto en el Anteproyecto de Constitución 

(38) El artículo 75 de la Constitución italiana recoge. con bastante detalle, el mecanis­
mo del referéndum legislativo abrogatorio o derogatorio. El Presidente de la República 
debe convocar el referéndum "para decidir sobre la derogación (abrogazione) total o par­
cial de una ley o de un acto con fuerza de ley (esto es. un decreto-ley o una ley delegada) 
cuando lo soliciten 500.000 electores o cinco consejos regionales". Hay una serie de mate­
rias que. por su peculiar naturaleza, quedan excluidas de esta técnica: las leyes tributarias 
y presupuestarias. las de amnistía e indulto y las de autorización para ratificar los tratados 
internacionales. Precisamente para asegurar que estos límites sean respetados, la Ley re­
guladora de la Corte Constitucional. de II de marzo de 1953, otorga a este Tribunal la com­
petencia para determinar qué peticiones de referéndum son admisibles y cuáles no en fun­
ción de la materia. El derecho al sufragio en dichos referéndums se reconoce a todos los 
ciudadanos llamados a elegir la Cámara de Diputados. Además, para garantizar el respal­
do popular a la propuesta de derogación. se exige que en la votación hayan participado la 
mayoría de los electores y que la posición favorable a la abrogación de la norma haya alcan­
zado la mayoría de los votos válidamente expresados (no computándose. en consecuencia, 
las papeletas en blanco o nulas). Cfr.. entre otros, Bettinelli, E.: .. Itineraria della raziona­
lizzazione della convenzione antireferendaria" en Politica del Diritlo. IX, 5 (1978), págs. 
513-55'1: Cruz Villalón. Pedro: .. El referéndum ...... op. cit .. págs. 151-152; Biscaretti di Ru­
ffía. Paolo: Derecho .... "p. cit.. págs. 423-424: Rescigno, U.: "Referendum e istituzioni" 
en Politica del Diriuo, IX. 5 (1'178), págs. ó05-ó27. 

Por otro lado. el artículo 1I de la COl1stilllción francesa de /958 introduce, con impor­
tantes limitaciones. el referéndum legislativo de ratificación: "El Presidente de la Repúbli­
ca podrá. a propuesta del Gobierno durante los períodos de sesiones o a propuesta conjun­
ta de las dos Cámaras. publicadas una u otra en el Diario Oficial, someter a referéndum 
cualquier provecto de ley que se refiera a la organización de los poderes públicos, que en­
trañe la aprobación de un acuerdo de la Comunidad o tienda a autorizar la ratificación de 
un tratado que, sin ser contrario a la Constitución, pueda afectar al funcionamiento de las 
instituciones. Cuando el resultado del referéndum sea favorable a la adopción del proyec­
to. el Presidente de la República lo promulgará dentro del plazo previsto en el artículo an­
terior". Cfr.. entre otros, Aguiar de Luque, Luis: Democracia ...• op. cit .• págs. 149-183; 
Bortoli, Gilbert: Sociología .. ., op. cit.: Bouissou, M.: "La pratique référendaire en Fran­
ce" en Revue /nternationale de Droit Comparé. XXVIII, 2 (1976), págs. 265-286; Cadart. 
J.: "Les inconvénients et les dangers plebiscitaires du référendum d'initiative présidentie­
lIe et gouvernementale en France dépuis 1958 et les remedes déside rabies" en Revue /nter­
nlllionale de Droit Comparé, XXVIII, 2 (1976); Garrigou-Lagrange, Jean-Marie: "Le dé­
doublement constitutionnel. Essai de rationalisation de la pratique référendaire de la V' 
République" en Revue du Droit Public et de la Science Politiqueo núm. 4 de 1969, págs. 641-
685. 

(39) El artículo 66 de la Constitución republicana de /93/ introducía en nuestro ordena­
miento la figura del referéndum legislativo, al afirmar que el pueblo podía "atraer a su de-
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(B.O.C. 5-1-1978) como en el Informe de la Ponencia (B.O.C. 17-IV-
1978), el artículo que se corresponde con el número 92 del texto definiti­
vo recogía tres clases de referéndums: sobre leyes aprobadas por las Cor­
tes y aún no sancionadas, sobre decisiones políticas de especial trascen­
dencia y sobre leyes en vigor (40). Sin embargo, al llegar a la Comisión 

cisión mediante referéndum las leyes votadas por las Cortes". Este mecanismo de partici­
pación directa -que nunca se utilizó pues ni siquiera se llegó a dictar la ley que debía regular 
su procedimiento y garantías- presentaba las siguientes características: 1 a) El referéndum 
tenía por objeto "leyes votadas por las Cortes". Sin embargo, en su laconismo, aquel pre­
cepto no llegaba a precisar el plazo de que disponía el pueblo para poner en marcha este 
mecanismo y, en consecuencia, no quedaba claro si era un referéndum sobre leyes votadas 
por las Cortes y aún no promulgadas, o si, por el contrario, la consulta versaba sobre leyes 
ya en vigor. 2") La iniciativa correspondía exclusivamente al pueblo, en concreto debía so­
licitarlo el 15 por ciento del cuerpo electoral. Se trataba de una cifra bastante elevada 
(aproximadamente 1.900.000 ciudadanos), con el fin de evitar la proliferación de este tipo 
de consultas directas. 3") Había una serie relativamente amplia de materias que no podían 
ser objeto de referéndum: "la Constitución, las leyes complementarias de la misma, las de 
ratificación de convenios internacionales inscritos en la Sociedad de Naciones, los Estatu­
tos regionales" y "las leyes tributarias". 4") La regulación de este instituto se encomendó 
a una ley especial (art. 66 in fine) que, como ya hemos dicho, no llegó a dictarse a causa de 
las especiales circunstancias en las que se desarrolló la breve etapa republicana. 

Por otra parte, ya en la autocracia franquista, la Ley de Referéndum Nacional de 22 de 
octubre de 1945 introdujo de nuevo la figura del referéndum legislativo, aunque en este 
nuevo contexto político la iniciativa se atribuía exclusivamente al Jefe del Estado. De 
acuerdo con el artículo primero de esta Ley, cuando la trascendencia de determinadas le­
yes lo aconsejase o el interés público lo demandase, el Jefe del Estado podía, "para mejor 
servicio de la Nación, someter a referéndum los proyectos de leyes elaborados por las Cor­
tes". Precisar con claridad la naturaleza de este mecanismo de participación directa no es 
fácil, pues la Ley de Referéndum era técnicamente muy deficiente, y sus tres artículos, bre­
ves y confusos, parecían buscar intencionadamente la vaguedad (cfr. Linde Paniagua, En­
rique y Herrero Lera. Miguel: "El referéndum: de las Leyes Fundamentales al Antepro­
yecto de Constitución" en Revista de Estudios Políticos, núm."2, 1978, págs. 94-95). Ello 
no obstante, podemos sintetizar en cuatro puntos sus rasgos jurídico-políticos más destaca­
dos: 1°) Se trataba de un referéndum facultativo (a diferencia del previsto en el artículo 10 
de la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado) y no vinculante. 2°) Este referéndum -que 
sólo podía recaer sobre proyectos de leyes "elaborados" y aún no aprobados- estaba confi­
gurado como un trámite "excepcional en el proceso de elaboración de leyes ordinarias" 
(lbidem, pág. 97). 3") Es opinión mayoritaria en la doctrina que con esta institución no se 
pretendía crear una vía directa de comunicación entre el Jefe del Estado y el pueblo, sino 
que, por el contrario, dicho "referéndum era un instrumento más del Gobierno para con­
trolar la actividad legislativa de las Cortes, para que éstas se sintieran intimidadas ante la 
sola expectativa de su utilización y de este modo adecuaran su actuación a los dictados del 
Gobierno" (Ibidem, pág. 96). 4") A nuestro juicio, lejos de ser un mecanismo democratiza­
dor del régimen, la Ley de Referéndum -publicada inmediatamente después de la derrota 
de las potencias fascistas en la Segunda Guerra Muncial- aparecía con la finalidad de legi­
timar ante la comunidad internacional un régimen político fundamentado esencialmente 
en la fuerza de las armas. 

(40) El artículo 85-1 del Anteproyecto de Constitución (B.O.e. de 5 de enero de 1978) 
ofrecía la siguiente redacción: "La aprobación de las leyes votadas por las Cortes Genera­
les y aún no sancionadas, las decisiones políticas de especial trascendencia y la derogación 
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de Asuntos Constitucionales del Congreso, la institución del referéndum 
sufrió una drástica restricción, fruto de una enmienda in voce del profe­
sor Solé Tura consensuada entre todos los Grupos Parlamentarios a ex­
cepción del de Alianza Popular. El profesor Jordi Solé Tura al defender 
dicha enmienda, por la que se suprimían las dos modalidades de referén­
dum legislativo (el de ratificación y el abroga torio ), inició un interesante 
y denso debate que se prolongaría hasta el Pleno del Congreso de los Di­
putados. A su juicio, el referéndum sobre leyes aprobadas por las Cortes 
y aún no sancionadas "abre una extraña posibilidad de que la soberanía 
del Parlamento sea absolutamente menoscabada y establece, sobre 
todo, la posibilidad de conflictos muy serios entre Gobierno, Rey y Par­
lamento, puesto que se trata de leyes que ya han sido aprobadas pero que 
antes de ser sancionadas pueden ser sometidas a referéndum" (41). Por 
lo que se refiere al referéndum abrogatorio, el diputado de U.C.D. José 
Pedro Pérez-Llorca, al intervenir para apoyar la enmienda, afirmó que 
es una técnica que "plantea problemas similares, cuando no más delica­
dos", que el referéndum legislativo de ratificación. En su opinión -expre­
sando un temor que ya había puesto de relieve el diputado socialista Cor­
dero en las Cortes Constituyentes de la Segunda República- el referén­
dum abrogatorio era nocivo para la estabilidad y el "armónico desarro­
llo" del sistema político, especialmente en el momento en que el Parla­
mento debía aprobar las leyes complementarias de la Constitución (42). 
En turno en contra, intervino el profesor Fraga Iribarne para mostrar su 
total disconformidad con estas supresiones, pues a su juicio el referén­
dum es una ventana abierta a la participación de las fuerzas sociales en 
la vida política sin tener que pasar por el tamiz de los partidos políticos, 
evitando caer en la dañina "partitocracia" (43). A esta última objeción, 
el profesor Solé Tura replicó diciendo que, en un país donde precisa­
mente los partidos políticos han estado prohibidos durante cuarenta 
años, contemplar o denunciar el peligro de la partitocracia "es un mal 

de leyes en vigor, podrán ser sometidas a referéndum de todos los ciudadanos". 
El Injórme de la Ponencia de la Comisión de Asuntos Constitucionales del Congreso 

(B.O.C. de 17 de abril de 197H). aceptando las enmiendas númer0416 del Grupo Socialista 
y 529 del Grupo Mixto. modificó ligeramente el primer inciso del artículo 85-1 del Ante­
proyecto, aunque mantuvo sin variación las tres modalidades de referéndum: "Las leyes 
aprobadas por las Cortes y aún no sancionadas, las decisiones políticas de especial trascen­
dencia y la derogación de las leyes en vigor, podrán ser sometidas a referéndum de todos 
los ciudadanos". 

(41) Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados (Comisión de Asuntos Constitu­
cionales y Libertades Públicas), núm. H1, 6 de junio de 1978, pág. 2937. 

(42) Ihidem. pág. 2940. 
(43) lbidem. págs. 2939,2941 y 2945. Define la "partitocracia" como aquel "momento 

en el cual los partidos no actúan como promotores de corrientes de opinión, de programas 
y de candidatos, sino como monopolizadores del proceso político". 
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servicio a la causa de la consolidación de la democracia que intentamos 
llevar adelante". Y añadió: "Aquí el problema que tenemos hoy no e<; el 
de la partitocracia, sino conseguir que los partidos funcionen, conseguir 
que los partidos sean representativos, que los partidos tengan fuerza, 
que los partidos sean reconocidos como intérpretes concretos de las 
grandes masas de la población, yeso es lo fundamental" (44). 

Sometida a votación, la enmienda fue aprobada por trdnta y tres vo~ 
tos a favor y dos en contra, sin abstenciones (45). En consecuencia, el 
primer apartado del entonces artículo 86 quedaría -con redacción que ya 
iba a ser definitiva- con el siguiente tenor: "Las decisiones políticas de 
especial trascendencia podrán ser sometidas a referéndum consultivo de 
todos los ciudadanos" (B.O.e. de 1 de julio de 1978). En el Pleno del 
Congreso de los Diputados se reprodujo el debate en términos muy simi­
lares, como consecuencia de la propuesta del profesor Fraga Iribarne de 
volver al texto de la Ponencia (46). Por 243 votos contra 16 dicha preten­
sión fue rechazada. 

(44) Ibidem, pág. 2942. 
(45) Ibidem. pág. 2945. Los dos votos en contra fueron de los diputados Fraga Iribarne 

y Barrera Costa. 
(46) El profesor Manuel Fraga Iribarne solicitó con énfasis que se volvieran a consagrar 

las dos modalidades de referéndum suprimidas. Oc su interesante intervención entresaca­
mos los siguientes fragmentos: ..... entramos en una discrepancia absolutamente fundame­
nal sobre cuáles son las relaciones entre el ciudadano y el Estado y cuál es su posibilidad, 
además de un medio normal, que es la democracia representativa, de actuar por vías de de­
mocracia semi-directa ... nosotros no somos jacobinos ni rousseaunianos ... no buscamos la 
democracia sin partidos; lo que queremos es completarla y compensarla ... Se trata de 
que ... , de vez en cuando, haya una base para un rearme ciudadano, que es la base de la de­
mocracia y que además de los partidos haya una constante -ya lo dijo Tocqueville-. una 
gran constante plural de asociaciones voluntarias que ... puedan promover sus causas para­
lelamente a esa síntesis y mediación que de ellas hacen los partidos ... Creo ... que sólo 
cuando hay un equilibrio ... entre democracia representativa y democracia directa y semidi­
recta existe un sistema capaz de funcionar con realismo". 

En turno de réplica, le contestó el diputado José Pedro Pérez-Llorca: ..... En el fondo 
estamos aquí ante un problema valorativo de si vale más la pena que asentemos con nitidez 
el sistema parlamentario en toda su pureza, en nuestra Constitución, o lo podamos hacer 
convivir en ella con otros sistemas cuya eficacia en un sistema parlamentario no está bien 
probada ... si con carácter constitucional adjuntáramos al sistema parlamentario unos ins­
trumentos de democracia directa o semidirecta, estaríamos haciendo un régimen híbri­
do ... estaríamos haciendo un régimen extraordinariamente frágil. Es evidente que si con s­
titucionalizamos los supuestos que plantea el señor Fraga ... todos ellos podrían producir 
conflictos graves; conflictos graves entre las Cámaras y el pueblo, conflictos graves entre 
las Cámaras y el Gobierno. Y hay que evitar estos conflictos; hay que dejar que el sistema 
parlamentario funcione, se enraíce -cosa difícil- en el pueblo ... ". Diario de Sesiones del 
Congreso de los Diputados, núm. 109,13 de julio de 1978, págs. 4210-4219. 
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2. Restricción de los sujetos legitimados para solicitar la celebración de 
un referéndum 

En los tres primeros textos del iter constituyente, la legitimación para 
pedir la convocatoria de alguno de los tres tipos de referéndums faculta­
tivos reconocidos en el entonces artículo 85 (esto es, el legislativo de ra­
tificación, sobre decisiones políticas de especial trascendencia y el le gis­
lativo abrogatorio) estaba atribuida a una pluralidad de sujetos. Así, en 
el Borrador de Constitución divulgado por la prensa en noviembre de 
1977 se otorgaba -en todas las modalidades- al Gobierno, al Congreso, 
al Senado, a tres Asambleas regionales y a 500.000 electores (47). En el 
Anteproyecto de Constitución, publicado en el B.O.e. de 5 de enero de 
1978, se confería dicha iniciativa al Congreso, al Senado y a tres Asam­
bleas de Territorios Autónomos en las tres clases de referéndums, y a 
750.000 electores en el supuesto del referéndum legislativo abrogatorio. 
La Ponencia en su Informe (B. O. e. de 17 de abril de 1978), tras rees­
tructurar el precepto con la oposición de UCD, legitimaba, en todos los 
supuestos, al Gobierno, al Congreso y al Senado, y, para convocar refe­
réndums abrogatorios, a tres Comunidades Autónomas y a los electores 
en número no inferior a 750.000. 

Aunque en estas primeras fases del proceso constituyente ya se apre­
ciaba una tendencia progresivamente restrictiva en el tema de la iniciati­
va de los referéndums, especialmente si eran legislativos derogatorios, y 
aunque también es innegable que algunas de las enmiendas formuladas 
al artículo 85 acentuaban notablemente esta impresión (48), lo cierto es 
que "ninguna de ellas hacía presentir la drástica cirugía" a la que dicho 
artículo sería sometido en la Comisión de Asuntos Constitucionales del 
Congreso (49). En efecto, al ser aprobada la enmienda in voce presenta­
da en este trámite por el profesor Solé Tura, que ya hemos analizado par-

(47) Cfr. "Las actas de la Ponencia Constitucional" publicadas en la Revista de las Coro 
les Generales, núm. 2,1984, págs. 295 y 297. 

(48) La enmienda número 35 de D. Licinio de la Fuente (AP) proponía excluir de la le­
gitimación para solicitar un referéndum a las comunidades autónomas. La enmienda 529 
de D. Raúl Morodo (Grupo Parlamentario Mixto) excluía al Gobierno ya las Cámaras Le­
gislativas, y la enmienda número 703 de D. Tomás García (Grupo Parlamentario Comu­
nista) a estas últimas, pero no al Ejecutivo. Desde otra perspectiva, la enmienda 736 de D. 
José Miguel Ortí (UCD) elevaba a cinco el número de Asambleas regionales precisas para 
solicitar la celebración de un referéndum y exigía un determinado quórum de participa­
ción. En esta misma línea restrictiva, la enmienda número 779 del Grupo Parlamentario de 
Unión de Centro Democrático pretendía excluir la iniciativa popular y la de las comunida­
des autónomas. 

(49) Cfr. Cruz Villalón, Pedro: "El referéndum ... ", op. cit., pág. 151. 
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cialmente al estudiar la supresión de los dos tipos de referéndums legisla­
tivos, la facultad de solicitar la celebración de una consulta popular que­
dó restringida exclusivamente al Presidente del Gobierno (50). 

Lo más llamativo -y posiblemente discutible- de este proceso restric­
tivo es la supresión de la iniciativa popular para exigir la celebración de 
un referéndum. Los argumentos de Heribert Barrera en el Pleno del 
Congreso de los Diputados oponiéndose a esta exclusión nos parecen es­
pecialmente sólidos. A su juicio, el que un determinado número de ciu­
dadanos pudiera pedir la convocatoria de un referéndum evitaría "un 
posible divorcio entre la clase política y el país". Y añadía: "los partidos 
son sin duda instrumentos indispensables de la democracia, pero la oli­
garquía de los partidos o de los estados mayores de los partidos ... me pa­
rece no solamente injusta, sino peligrosa para el futuro de la democracia, 
sobre todo si esto va acompañado de sistemas electorales que eliminan 
también, en gran parte, el contacto directo" con los representantes (51). 
José Pedro Pérez-Llorca, con argumentos mucho más pragmáticos, jus­
tificaba la supresión de la iniciativa popular para demandar un referén­
dum afirmando que esta facultad otorgaría a los grupos minoritarios, e 
incluso extraparlamentarios, un poder extraordinario que podría "crear 
conflictos graves al funcionamiento adecuado del sistema" (52). 

3. Calificación de "consultivo" al referéndum sobre decisiones políti­
cas de especial trascendencia 

La tantas veces citada enmienda in voce del profesor Solé Tura, ade­
más de suprimir las dos modalidades de referéndum legislativo y de res­
tringir al Presidente del Gobierno la facultad de solicitar su convocato­
ria, calificó de "consultivo" al referéndum sobre "decisiones políticas de 
especial trascendencia". No vamos a analizar ahora el significado y el al­
cance jurídico-político de la agregación de este adjetivo, tema que trata­
remos con detalle al estudiar precisamente el referéndum consagrado en 
el artículo 92 (53). Lo que sí debemos destacar en este momento es que 
el propósito de los constituyentes al introducirlo fue, sin ninguna duda, 

(50) El segundo apartado del entonces artículo 86, con redacción que aún iba a experi­
mentar importantes alteraciones, rezaba así: "El referéndum será convocado por el Rey 
con refrendo del Presidente del Gobierno y previo debate del Congreso de los Diputados". 

(51) Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados (Sesión Plenaria), núm. 109, 13 
de julio de 1978, pág. 4215. 

(52) Ibidem, pág. 4213. 
(53) Cfr. infra 2.3.4.: "Alcance y significado del término consultivo aplicado a esta mo­

dalidad de referéndum". 
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el de recortar la eficacia decisoria de este mecanismo de participación di-
recta (54). . 

De cuanto antecede se deduce claramente que bajo esta polémica, 
que aquí no hemos hecho más que apuntar, subyacía el problema de de­
terminar en qué medida los mecanismos de participación directa debían 
"sobresalir en el juego político o ser meros correctores de la democracia 
representativa" (55). Este giro radical que experimentó la institución del 
referéndum en la Comisión de Asuntos Constitucionales del Congreso 
-similar al que había experimentado en el mismo trámite la regulación de 
la iniciativa popular- responde, como afirma certeramente el profesor 
Santamaría Pastor, "a la asunción decidida de una opción política nítida, 
consistente en el reforzamiento de los mecanismos de la democracia re­
presentativa. Frente a una primera postura, un tanto ingenua, de demo­
cratización a ultranza, los constituyentes apreciaron con toda claridad 
los peligros de un posible abuso de la apellatio ad populum" (56). Las 
causas principales de este giro espectacular, apoyado por todos los parti­
dos políticos a excepción de Alianza Popular, fueron básicamente cuatro 
(57): 

1 a. El recuerdo inmediato de las connotaciones autoritarias y antipar­
tidistas del referéndum en el régimen franquista. Fue precisamente el pro­
fesor Solé Tura quien, en el Pleno del Congreso, recordó que las consul­
tas populares durante la autocracia del general Franco, lejos de ser un 
instrumento de participación directa, fueron montajes propagandísticos 
encaminados a legitimar un sistema político en el que el pueblo no tenía 
ningún poder efectivo (58). 

2a . La polémica experiencia italiana del referéndum abrogatorio. El 
hecho de que la práctica totalidad de las fuerzas políticas presentes en el 
proceso constituyente valorasen negativamente la experiencia italiana 
en el tema del referéndum abrogatorio (59), pesó decisivamente en su 

(54) Cfr. las intervenciones de D. Jordi Solé Tura (D.S.C.D., núm. 81,6 de junio de 
1978, págs. 2937, 2938 Y 2942) Y de D. José Pedro Pérez-Llorca (D.S. C.D., núm. 81,6 de 
junio de 1978, pág. 2940; Y D.S.C.D., núm. 109, 13 de julio de 1978, pág. 4213). 

(55) Cfr. Alzaga Villaamil, Osear: La Constitución española de 1978, Ediciones del 
Foro, Madrid, 1978, pág. 585. 

(56) Cfr. Santamaría Pastor, Juan Alfonso: "Artículo 92" en Comentarios a la Consti­
tución (dirigidos por F. Garrido Falla), Civitas, Madrid, 1985, pág. 1315. 

(57) Ibidem. 
(58) Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados (Sesión Plenaria), núm. 109, 13 

de julio 1978, pág. 4218. 
(59) Manuel Fraga Iribarne (D.S. C. D., núm. 109,13 de julio de 1978, pág. 4212) Y He­

ribert Barrera Costa (D.S. C. D., núm. 109, 13 de julio de 1978, págs. 4216-17), en su pre-
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supresión. Los parlamentarios españoles estimaban que el referéndum 
abrogatorio italiano había "generado no pocos problemas y (había) en­
turbiado un tanto el ambiente político, facilitando un campo de juego 
idóneo a los partidos políticos marginales y extraparlamentarios y per­
mitiendo sacar de los muros de los edificios que albergan las Cámaras las 
contiendas políticas, para llevarlas a la calle" a través de la recogida de 
firmas y subsiguiente referéndum (60). Además, estos recelos hacia el 
modelo italiano se vieron acentuados, en la Comisión del Congreso, por 
las peculiares características de la campaña que precedió a los dos refe­
réndums que se celebraron en este país el 11 de junio de 1978, cuyo ob­
jeto era pronunciarse sobre la Ley de medidas de orden público y sobre 
la Ley de financiación de los partidos políticos (61). 

3". La repetida utilización del referéndum en la va República francesa 
con fines carismáticos. Parece evidente que la convocatoria de cinco re­
feréndums en once años (1958-1969), buscando fortalecer la figura de su 
primer Presidente, también se dejó sentir negativamente en el ánimo de 
los legisladores españoles (62). 

4". La imperiosa necesidad de fortalecer y potenciar los partidos polí­
ticos en España tras cuatro décadas de estar prohibidos. Una vez más fue 
el profesor Solé Tura quien hizo oír su voz en el Parlamento. En esta oca­
sión, respondiendo a las críticas del profesor Fraga Iribarne en el sentido 
de que la supresión del referéndum era un "camino de servidumbre hacia 
la partitocracia" , afirmó que fomentar el fortalecimiento de los partidos 
políticos nunca puede ser conceptuado de servidumbre, pues no es otra 
cosa que desarrollar el contenido del artículo 6 de la propia Constitu­
ción. Tras reconocer implícitamente que esta restricción del referéndum 
favorecía, en alguna medida, el protagonismo de los partidos políticos, 
agregó: "Queremos que los partidos se fortalezcan, que los partidos se 
desarrollen, que los partidos sean cada vez más representativos, más au­
ténticamente representantes de lo que son las diversas formas de volun­
tad popular" (63). 

tensión de mantener el referéndum derogatorio en el Texto Constitucional, valoraron po­
sitivamente la experiencia italiana del 11 de junio de 1978. 

(60) Cfr. Alzaga Villaamil, Osear: La Constitución ... , op. cit., pág. 581. 
(61) Cfr. Cruz Villalón, Pedro: "El referéndum ... ", op. cit., págs. 151-52; Manzella, 

A.: "n sistema parlamentare nel proietto costituzionale spagnolo" en Politica del Diritto, 
IX,3 (1978), pág. 330. 

(62) Cfr. Torres del Moral, Antonio: Principios ... , op. cit., pág. 72. 
(63) Diario de Sesiones del Cogreso de los Diputados (Sesión Plenaria), núm. 109, l3 de 

julio de 1978, pág. 4218. En la Comisión de Asuntos Constitucionales del Congreso 
(D.S.C.D., núm. 81, 6 de junio de 1978, pág. 2942), el profesor Jordi Solé Tura ya se hal ;a 
pronunciado en términos muy similares. 



EL REFERENDUM 113 

Los redactores de la Constitución española, muy influidos por los 
cuatro temas que acabamos de indicar, regularon el referéndum con un 
espíritu marcadamente restrictivo, lo que ha conducido a "descafeinar" 
en buena medida dicha institución (64). Es indiscutible que en los prime­
ros textos del iter constituyente las diversas modalidades de referéndum 
aparecían reguladas de "forma torpe e inconveniente", siendo suscepti­
bles de engendrar problemas muy graves para el correcto funcionamien­
to del sistema (65). Pero los constituyentes, en lugar de intentar evitar 
los riesgos mejorando su regulación, optaron por suprimir los dos tipos 
de referéndums que más poder conferían a los ciudadanos y por restrin­
gir muy sensiblemente el referéndum sobre decisiones políticas. Como 
ha afirmado el profesor Tomás Villarroya, "si en otros tiempos o lugares 
se usó indebidamente del referéndum legislativo, lo pertinente no es su­
primirlo, sino depurarlo y rescatarlo para la democracia. Pero, además 
-sigue diciendo el profesor de Valencia-, la democracia representativa, 
entre nosotros -yen otros lugares- aparece, en buena medida, expropia­
da por los partidos políticos: justo es que, en determinadas ocasiones, se 
conceda al pueblo la posibilidad de expresar directamente su voluntad" 
(66). 

2.1.2. Normativa reguladora de la institución del referéndum 

Los aspectos esenciales de la institución del referéndum están recogi­
dos en la propia Constitución y en la Ley Orgánica 2/1980, de 18 de ene­
ro, sobre regulación de las distintas modalidades de referéndum 
(B.O.E. 23-1-1980) (67). Junto a estos dos textos básicos, otras disposi­
ciones como la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del régimen electo­
ral general (B. O. E. 20-VI -1985), la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora 
de las bases del régimen local (B.O.E. 3-IV-1985) y el capítulo 11 del tí­
tulo VII del Reglamento del Congreso de los Diputados, de 10 de febre­
ro de 1982 (B.O.E. 5-111-1982), completan la regulación jurídica de las 
consultas populares directas en nuestro sistema constitucional. Por otra 
parte, y a los efectos de reglamentar los temas materiales y organizativos 
que se planteen en cada consulta referendaria, la disposición final segun-

(64) El profesor Osear Alzaga Villaamil (La Constitución ... , op. cit., pág: 587) utiliza 
esta expresión refiriéndose al referéndum consultivo previsto en el artículo 92. 

(65) Cfr. Torres del Moral, Antonio: Principios ... , op. cit., págs. 109-110; Linde Pania­
gua, Enrique y Herrero Lera, Miguel: "El referéndum en la Constitución ... ", op. cit., pág. 
19. 

(66) Cfr. Tomás Villarroya, Joaquín: "Comentario al libro El régimen constitucional es­
pañoll" en Revista Española de Derecho Constitucional, núm. 3,1981, pág. 346. 

(67) Su artículo 8-4, como veremos, fue modificado por la Ley Orgánica 12/1980, de 16 
de diciembre (B.O.E. 24-XII-1980). 
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da de la Ley Orgánica del referéndum autoriza al Gobierno para dictar 
las normas "que sean precisas para el cumplimiento y la ejecución" de di­
cha Ley. 

A) Dispersos en diferentes títulos del Texto Constitucional, encon­
tramos numerosos artículos que se refieren al referéndum. Los más im­
portantes son los siguientes: art. 62-C, facultad regia para convocarlos; 
art. 92-1 y 2, referéndum consultivo; art. 92-3, remisión a una ley orgáni­
ca de desarrollo; arto 149-1-32", competencia del Estado para su autori­
zación; arto 151-1, referéndum de iniciativa autonómica; art. 151-2, refe­
réndum para aprobar estatutos de autonomía; art. 152-2, referéndum 
para modificar estatutos de autonomía; art. 167-3, referéndum de refor­
ma constitucional facultativo; art. 168-3, referéndum de reforma consti­
tucional obligatorio; y disposición transitoria 4" punto 1, referéndum 
para la incorporación de Navarra a la Comunidad Autónoma Vasca. Es 
evidente que algunos de estos preceptos, "a pesar de estar incluidos en 
el texto articulado", son normas de Derecho transitorio, que ya "han 
agotado su eficacia jurídica" al haberse consumado el "proceso de cons­
trucción del Estado autonómico" (68). 

B) El tercer párrafo del artículo 92 de la Constitución afirma que 
"una ley orgánica regulará las condiciones y el procedimiento de las dis­
tintas modalidades de referéndum previstas en esta Constitución". El 
hecho de que el párrafo transcrito forme parte del artículo dedicado al 
referéndum consultivo, suscitaba la duda de si dicha ley debía referirse 
exclusivamente al referéndum consultivo y sus posibles variantes o si, 
por el contrario, debía regular los tres tipos de referéndums previstos en 
la Constitución (esto es, el constitucional, el consultivo y el autonómi­
co). Esta duda fue, sin embargo, rápidamente aclarada, pues el conteni­
do de la Ley Orgánica reguladora del referéndum, de 18 de enero de 
1980, afecta indubitadamente a aquellas tres modalidades (69). Por el 
contrario, su disposición adicional precisa que "las disposiciones de la 
presente Ley no alcanzan en su regulación a las consultas populares que 
puedan celebrarse por los Ayuntamientos, relativas a asuntos relevantes 
de índole municipal, en sus respectivos territorios". En resumen, pues, 
el contenido de la L.O. 2/1980 es aplicable a los referéndums constitucio­
nales, consultivos y autonómicos, pero no a los municipales. 

(68) Cfr. Torres del Moral, Antonio: Principios ... , op. cit., pág. 110. 
(69) Antes de aprobarse la L.O. 2/1980, esta solución ya había sido defendida por di­

versos autores: Linde Paniagua, Enrique y Herrero Lera, Miguel: "El referéndum en la 
Constitución ... ", op. cit., pág. 30; Alzaga Villaamil, Osear: La Constitución ... , op. cit., 
pág. 587. 
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Como es sabido, el iter parlamentario seguido por el Proyecto de Ley 
Orgánica sobre regulación de las distintas modalidades de referéndum 
estuvo estrechamente ligado al proceso autonómico andaluz (70). En 
efecto, para poder entender el porqué de aquel precipitado e irregular 
procedimiento legislativo, a medio camino entre "la razón de Estado y la 
disciplina de partido" (71), no hay que olvidar el compromiso político 
adquirido por el Presidente Suárez de celebrar el referéndum de iniciati­
va autonómica para Andalucía el 28 de febrero de 1980. Se produjo en­
tonces, como han afirmado los profesores Linde Paniagua y Herrero 
Lera, "una falta de sincronía entre los compromisos personales adquiri­
dos por el Presidente del Gobierno y las previsiones legales en que se de­
bía enmarcar el cumplimiento de aquéllos" (72), pues esta consulta po­
pular sólo se podía celebrar si previamente había sido aprobada la Ley 
Orgánica reguladora del referéndum. Ante esta comprometida situa­
ción, el Gobierno de VeD remitió al Parlamento el Proyecto de Ley a 
mediados de noviembre de 1979 (73), solicitando que fuera tramitado 
por el procedimiento legislativo de urgencia. Tras el Informe de la Po­
nencia, la Comisión de Asuntos Constitucionales del Congreso lo dicta­
minó en dos sesiones, siendo aprobado por el Pleno -en versión que ya 
iba a ser definitiva- el 28 de diciembre (74). En la sesión extraordinaria 
del 15 de enero de 1980, la Cámara Alta, a los efectos de que el Proyecto 
no tuviera que volver al Congreso, lo aprobó sin ninguna alteración, 
aunque para ello fue preciso que los senadores centristas y socialistas re­
tiraran -bajo la presión de sus propios partidos- las enmiendas que ha­
bían presentado. No es de extrañar, pues, que, en este contexto, el par­
lamentario de VCD Antonio Pérez Crespo dijera que como senador 
"sentía un amargo sabor" por la marginación de que había sido objeto el 
Senado (75). A tenor de todo lo anterior, es evidente que la temprana 

(70) Cfr., entre otros, Tomás Villarroya, Joaquín: "Proceso autonómico y observancia 
de la Constitución" en Revista Española de Derecho Constitucional, núm. 15, 1985, pág. 
39; Ortega Alvarez, Luis: "La inconstitucionalidad de la reforma de la Ley Orgánica de 
Referéndum" en Revista de Administración Pública, núm. 97,1982, pág. 175; Linde Pania­
gua, Enrique y Herrero Lera, Miguel: "Comentario a la Ley Orgánica de modalidades de 
referéndum" en Revista del Departamento de Derecho Político, núm. 6, primavera 1980, 
págs. 85-86; Ripollés Serrano, María Rosa: "Notas ... ", op. cit., págs. 329,330 y 339. 

(71) Cfr. Ripollés Serrano, María Rosa: "Notas ... ", op. cit., pág. 330. 
(72) Cfr. Linde Paniagua, Enrique y Herrero Lera, Miguel: "Comentario a la Ley ... ", 

op. cit., pág. 85. 
(73) El Proyecto remitido por el Gobierno fue publicado en el Boletín Oficial de las 

Cortes, núm. 97-1, serie A, de 23 de noviembre de 1979. 
(74) Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados (Sesión Plenaria), núm. 59,28 

de diciembre de 1979. La votación arrojó el siguiente resultado: 258 votos a favor, 17 en 
contra y 3 abstenciones. 

(75) Diario de Sesiones del Senado (Sesión Plenaria), núm. 38, 15 de enero de 1980. 
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aprobación de la Ley Orgánica del referéndum no se debió al deseo del· 
legislador de articular rápidamente cauces de participación directa, sino 
a la necesidad de contar con la normativa precisa para poder convocar el 
referéndum andaluz de iniciativa autonómica (art. 151-1) (76). 

Las consecuencias de esta precipitada aprobación de la Ley Orgánica 
del referéndum son principalmente tres. En primer lugar, el contenido 
de esta Norma es claramente desproporcionado, pues en tanto que los 
referéndums autonómicos previstos en el artículo 151 de la Constitución 
son reglamentados de forma exhaustiva, los referéndums constitucional 
y consultivo son objeto de una regulación breve y, en muchos aspectos, 
insuficiente (77). En segundo lugar, también debemos destacar que se 
trata de una ley notablemente restrictiva, que desconoce en buena medi­
da "las posibilidades y virtualidades democratizadoras" del referéndum 
(78). Finalmente, en tercer lugar, hay que señalar que es una ley técnica­
mente muy deficiente, hasta el extremo que el profesor Torres del Moral 
afirma que sus "errores y defectos técnicos casi se cuentan por palabras" 
(79). 

Si el proceso de elaboración de la Ley Orgánica del referéndum fue, 
como hemos visto, anómalo y polémico, sin que faltaran reiteradas acu­
saciones de inconstitucionalidad, debemos añadir ahora que el debate 
no se cerró con la aprobación de dicha Ley. Por el contrario, a raíz del 
insuficiente resultado producido en la provincia de Almería el 28 de fe­
brero de 1980, que impedía a Andalucía constituirse en comunidad autó­
noma por la vía del artículo 151, se modificó el párrafo cuarto del artícu­
lo octavo de la Ley Orgánica 2/1980, de 18 de enero. Esta reforma -a la 
que se dio efectos retroactivos para poder considerar positivos los resul­
tados negativos del referéndum andaluz- se formalizó en la Ley Orgánica 
12/1980, de 16 de diciembre (B.O.E. 24-XII-1980) (80). 

(76) Con criterio análogo, cfr. Aguiar de Luque, Luis: "La Ley Orgánica ... ", op. cit., 
pág. 168. 

(77) Cfr. Linde Paniagua, Enrique y Herrero Lera, Miguel: "Comentario a la Ley ... ", 
op. cit., págs. 87 y 89. 

(78) Cfr. Aguiar de Luque, Luis: "Referéndum", op. cit., pág. 793; Idem: "La Ley Or­
gánica ... ", op. cit., págs. 170-71. 

(79) Cfr. Torres del Moral, Antonio: Principios ... , op. cit., pág. 109. 
(80) Cfr. infra 2.4.2.: "Referéndum para que una proyectada comunidad autónoma 

p~::da a<;"eder a la autonomía plena por la vía rápida sin reunir los requisitos que exige la 
disposición transitoria segunda (art. 151-1)". 
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2.2. REFERENDUMS DE REFORMA CONSTITUCIONAL 

2.2.1. Introducción 

"Desde sus mismos orígenes doctrinales, el referéndum ha sido con­
siderado como instrumento adecuado para la ratificación de procesos de 
reforma constitucional" (81). Fue el marqués de Condorcet (1743-1794) 
quien, llevando hasta sus últimas consecuencias los planteamientos de 
Sieyes, elaboró la "primera formulación de los modernos referéndums 
constitucionales" (82). En su opúsculo publicado en 1789 bajo el título 
Sur la nécessité de faire ratifier la Constitution par les citoyens, Condorcet 
afirma que es preciso que la Constitución sea elaborada por unos repre­
sentantes extraordinarios, como defiende el abate Sieyes, pero añade 
que ello no es suficiente, sino que es necesario además que el conjunto 
de ciudadanos la ratifique. "El pueblo -escribe Condorcet- no ha delega­
do más que la función de redactar la Constitución, función que él no pue­
de ejercer; pero (en) el rechazo o la aceptación expresa su verdadero de­
seo" (lB). 

Las influencias del pensamiento democrático de Condorcet son muy 
claras en el proceso revolucionario francés. Así, el Decreto de 21 de sep­
tiembre de 1792, buscando un fundamento legítimo al nuevo orden polí­
tico, declaraba que "no puede haber Constitución que no haya sido acep­
tada por el pueblo". Este Decreto, como ha afirmado el profesor 
Aguiar, constituye el primer "reconocimiento jurídico" de "la participa­
ción popular directa en el poder constituyente" (84). Sin embargo, la 
plasmación más completa de las ideas de Condorcet la encontramos en 
el Proyecto de Constitución girondino de 1793, del que fue su principal 
artífice. En este texto se prevé la participación directa como mecanismo 
para aprobar y modificar la Constitución. En concreto, el artículo 10 del 
título IX afirmaba que la reforma constitucional sólo entraría en vigor 
cuando el nuevo texto hubiera sido aprobado por el pueblo (85). 

U n rápido repaso a las vicisitudes de la institución referendaria du­
rante estos dos últimos siglos, demuestra que ha sido precisamente en el 
tema de la aprobación y reforma de las Constituciones donde ha sido 

(XI) Cfr. Aguiar de Luque, Luis: "Referéndum", op. cit .. pág. 793. 
(X2) Cfr. Aguiar de Luque. Luis: Democracia .... op. cit .. pág. 30. 
(X3) Cfr. Condorcet, Marqués de: Sur la nécessité de faire ratifier la Constitution par les 

citoyens. oeuvres completes, tomo XV, París, 1804, capítulo 11. 
(84) Cfr. Aguiar de Luque, Luis: Democracia .... op. cit .• pág. 42. 
(85) Ibidem. pág. 43. 
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aceptada con menos dificultad. Quizá, como afirma el profesor Julián 
Santamaría (86), porque reconcilia "la noción democrática de la partici­
pación directa con la noción conservadora de la rigidez constitucional" 
(87). 

Desde la Constitución de Bayona de 1808 hasta la de la Segunda Re­
pública de 1931, en ningún texto fundamental español se introdujo la ne­
cesidad de ratificación popular para modificarlo. En unos casos esta fa­
cultad de reforma se reconocía a las Cortes a través del procedimiento le·· 
gislativo ordinario (vg. Constituciones de 1837 y 1876), en otros se esta­
blecían unos trámites agravados (vg. Constituciones de 1812 y 1869), 
pero en ninguna de ellas, repito, se preveía la consulta directa al pueblo. 
Fue durante el régimen del general Franco cuando, al objeto de ofrecer 
una imagen de legitimidad en el interior y ante la comunidad internacio­
nal, se incorporó la figura del referéndum constitucional. Así, el artículo 
10 de la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado de 1947 preveía el re­
feréndum obligatorio para modificar o derogar las Leyes Fundamentales 
(88). Esta técnica se utilizó en dos ocasiones: en julio de 1947 para apro­
bar la propia Ley de Sucesión (aunque esta consulta tenía su fundamento 
jurídico en el artículo 1 de la Ley de Referéndum Nacional de 1945) yen 
diciembre de 1966 para aprobar la Ley Orgánica del Estado (89). Por 
otra parte, al comienzo de la transición democrática, la Ley para la Re­
forma Política de 1976 volvía a introducir esta técnica, al afirmar que "el 

(86) Cfr. Santamaría Ossorio, Julián: "Participación política y democracia directa'" en 
Estudios de Ciencia Política y Sociología. Homenaje al profesor Carlos Ollero. Madrid, 
1972, pág. 755. 

(87) En el marco del Derecho comparado son numerosas las Constituciones que, con 
mayor o menor amplitud, incorporan el referéndum a su proceso de reforma. A título de 
ejemplo, cfr. art. 88 de la Constitución danesa de 1953, art. 89 de la Constitución francesa 
de 1958, arts. 46 y 47 de la Constitución irlandesa de 1937 y art. 138 de la Constitución ita­
liana de 1947. 

(88) El artículo 10 de la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado de 26 de julio de 1947 
decía así: "Para derogarlas o modificarlas (a las Leyes Fundamentales) será necesario, 
además del acuerdo de las Cortes, el referéndum de la Nación'". Por su parte, el artículo 7 
de la Ley Orgánica del Estado de 10 de enero de 1967 establecía que "corresponde, parti­
cularmente, al Jefe del Estado: ( ... ) c) Someter a referéndum de la Nación los proyectos 
de ley a que se refiere el párrafo segundo del artículo diez de la Ley de Sucesión'". 

La convocatoria de estos referéndums, a diferencia de los previstos en la Ley de Refe­
réndum de 1945, estaba configurada como un acto debido del Jefe del Estado, ya que dicha 
consulta -que debía recaer sobre un texto previamente aprobado por las Cortes- era un trá­
mite preceptivo en el proceso de reforma de las Leyes Fundamentales. Cfr. Linde Pania­
gua, Enrique y Herrero Lera, Miguel: "El referéndum: de las Leyes ... '", op. cit., págs. 97-
98. 

(89) El procedimiento para la celebración de estos dos referéndums se fijó por los De­
cretos de 8 de mayo de 1947 y 21 de noviembre de 1966. 



EL REFERENDUM 119 

Rey, antes de sancionar una ley de reforma constitucional" , debía "so­
meter el proyecto a referéndum de la nación" (art. 3-3). 

La Constitución española de 1978 está dotada de una fuerte rigidez, 
pues su título décimo (arts. 166-169), al regular los procedimientos de re­
forma constitucional, yuxtapone una serie de trámites y requisitos que 
muy raramente se encuentran juntos en el Derecho comparado (Santao­
lalla López). Se puede afirmar, sin duda, que la vigente es "la más rígida 
de todas las constituciones españolas" a excepción de la gaditana de 1812 
(90). Antes de seguir adelante, hemos de precisar que no vamos a entrar 
en el estudio de los diversos trámites que deben seguirse para modificar 
la Constitución, ya que, como es obvio, es un tema ajeno al objeto de 
nuestro análisis, circunscrito a la institución del referéndum. 

En nuestra Carta Magna se regulan dos procedimientos de reforma 
constitucional: el ordinario (art. 167), para las modificaciones menos im­
portantes, que puede concluir o no con un referéndum; y el extraordina­
rio (art. 168), para las alteraciones esenciales o totales, que necesaria­
mente deberá finalizar con una consulta popular. Como vemos, se han 
incluido en nuestro sistema político dos tipos de referéndums de reforma 
constitucional: uno facultativo y otro obligatorio. Aunque ambas moda­
lidades pretenden "acentuar el carácter rígido de la Constitución" (91), 
parecen responder a finalidades políticas distintas: "protección de las 
minorías en el referéndum previsto en el artículo 167, legitimación po­
pular de la reforma en el supuesto contemplado por el artículo 168" (92). 

Los referéndums de reforma constitucional están consagrados, en 
sus aspectos esenciales, en los artículos 167-3 y 168-3 de la Ley Funda­
mental, y escuetamente reglamentados en el artículo 7 de la Ley Orgáni­
ca sobre regulación de las distintas modalidades de referéndum. Tal 
como ya hemos señalado, esta Ley, precipitadamente aprobada con el 
objeto de resolver el problema autonómico andaluz, muestra un preocu-

(\JO) Cfr. Torres del Moral. Antonio: Principios de Derecho Constitucional español 2, 
Atomo Ediciones. Madrid. 1986. pág. 434. 

(91) Cfr. Cruz Villalón. Pedro: "El referéndum ... ". op. cit .. pág. 165. 
(\12) Cfr. Aguiar de Luque. Luis: "Referéndum", op. cit., pág. 793. Desde una perspec­

tiva teórica, el profesor Cruz Villalón ha destacado el "contrapuesto significado político" 
del referéndum obligatorio y del referéndum facultativo: "mientras el primero se limita a 
perfilar el peso decisorio directo del cuerpo electoral, el facultativo se configura muy pre­
dominantemente como una facultad trascendental que la Constitución pone en manos de 
un determinado órgano (incluida una fracción de aquél), la de provocar la manifestación 
de la voluntad inmediata del pueblo, la consulta popular, l'appel au peuple". Cfr. Cruz Vi­
llalón, Pedro: "El referéndum ...... op. cit .. pág. 146. 
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pante desinterés por resolver las diversas cuestiones que suscitan los re­
feréndums de reforma constitucional (93). 

2.2.2. Modalidades del referéndum de reforma constitucional 

2.2.2.1. Referéndum de reforma constitucional facultativo (art. 167) 

El artículo 167 de la Constitución establece lo que podríamos deno­
minar el procedimiento de reforma constitucional ordinario, que debe 
seguirse cuando la modificación que se quiere introducir es parcial y no 
afecta al título preliminar, ni a la sección primera del capítulo n del títu­
lo 1, ni al título n. En estos casos, tras haber seguido los trámites proce­
di mentales preceptuados (94), la reforma aprobada por las Cortes podrá 
ser sometida a referéndum para su ratificación. Es preciso para ello que 
lo "soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una 
décima parte de los miembros de cualquiera de las Cámaras" (art. 167-
3). 

Según se desprende de lo anterior, aunque en principio la celebra­
ción del referéndum no es un requisito indispensable para consumar la 
reforma constitucional, sí que lo es cuando lo solicitan en el plazo indica­
do un diez por ciento de los diputados o de los senadores. En cuyo caso, 
como es obvio, el texto reformado sólo entrará a formar parte del Orde­
namiento Constitucional si obtiene el respaldo necesario del pueblo es­
pañol. El porcentaje de parlamentarios exigido para provocar la convo­
catoria de este referéndum es, a nuestro juicio, moderadamente bajo, y 
lo convierte en un "trámite obligado" para cualquier reforma mÍnima­
mente controvertida (95). Como afirma el profesor Cruz Villalón, "ha­
brá de tratarse de enmiendas constitucionales eminentemente técnicas o 
cuidadosamente pactadas para que no surja en ninguna de las dos Cáma-

(93) Cfr. Ramírez Jiménez, Manuel: La participación política, Tecnos, Madrid, 1985, 
pág. 139; Linde Paniagua, Enrique y Herrero Lera, Miguel: "Comentario a la Ley ... ", op. 
cit., págs. 87-88. 

(94) El procedimiento ordinario de reforma constitucional está establecido en los dos 
primeros apartados del artículo 167: "l. Los proyectos de reforma constitucional deberán 
ser aprobados por una mayoría de tres quintos de cada una de las Cámaras. Si no hubiera 
acuerdo entre ambas, se intentará obtenerlo mediante la creación de una Comisión de 
composición paritaria de diputados y senadores, que presentará un texto que será votado 
por el Congreso y el Senado. 2. De no lograrse la aprobación mediante el procedimiento 
del apartado anterior, y siempre que el texto hubiere obtenido el voto favorable de la ma­
yoría absoluta del Senado, el Congreso por mayoría Je dos tercios podrá aprobar la refor­
ma". 

(95) Cfr. Aguiar de Luque, Luis: "Referéndum", op. cit., pág. 794; Ramírez Jiménez, 
Manuel: La participación ... , op. cit., pág. 128. 
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ras una décima parte de sus miembros dispuestos a provocar el referén­
dum" (96). 

Un tema de particular interés es el de precisar si el Presidente del Go­
hierno puede disolver las Cortes antes de que hayan transcurrido los 
qui nce días dentro de los cuales los parlamentarios pueden solicitar la ce­
lehración del referéndum. Aunque algún autor ha defendido esta posibi­
lidad (97). a nuestro juicio debe rechazarse decididamente, pues tal 
práctica constituiría un auténtico fraude de ley. Como ha indicado el 
profesor Torres del Moral. no es "constitucionalmente admisible que la 
mayoría. por medio del Gobierno, cercene esta garantía que la Norma 
Suprema ofrece a las minorías" (98). 

El referéndum facultativo que prevé el artículo 167 es "defendible 
desde el prurito de hacer a la revisión lo más democrática posible". Sin 
emhargo. como advierte el profesor De Esteban, "hay que tener en 
cuenta que sólo merecerá la pena de poner en marcha el costoso gasto de 
la consulta popular si la modificación que se propone es sustancialmente 
importante" (99). 

2.2.2.2. Referéndum de reforma constitucional obligatorio (art. 168) 

El artículo l6H de la Ley Fundamental introduce un procedimiento 
de reforma constitucional extraordinariamente agravado (100), que de­
herú seguirse en el caso de revisiones totales o parciales que afecten al tí­
tulo preliminar (arts. 1-9). a la sección primera del capítulo segundo del 
título primero (arts. 15-29) o al título segundo (arts. 56-65) (101). Este 

('16) Cfr. Cruz Villalón. Pt:dro: "EI rderéndum .... ·. op. cit .. pág. 165. 
('17) El proksor Enriljue Alvart:z Conde (El régimen político espwjol. Tecnos. Madrid. 

I'IX~. púg. 316) ha escrito: ..... )os partidos mayoritarios ... pueden impedir el ejercicio de 
esta facultad disolviendo. por medio del Presidente del Gobierno. las Cortes nada más 
aprohada la reforma. con lo cual el referéndum ya no podría ser solicitado". 

('IX) Cfr. Torres del Moral. Antonio: Principios .... op. cit .. vol. 11. págs. 436-37. 
('.N) Cfr. De Estehan. Jorge: El régimen .... op. cit .. 96. 
(100) Según los profesores Jorge de Esteban (El régimen .... op. cit .. pág. 96) Y Antonio 

Torres del Moral (Principios .... op. cit .. vol 11. pág. 442) será muy difícil. sino imposible. 
ljue esta vía llegue a utilizarse. 

( 1(1) Estos tres bloljues comprenden: los principios políticos fundamentales de nuestro 
sistema constitucional (título preliminar). los derechos fundamentales y las libertades pú­
hlicas (sección 1" del capítulo 11 del título 1) y la regulación de la Corona (título 11). 

Esta selección de materias es. según algunos autores. poco afortunada. pues incluye al­
gunas de orden secundario (vg. las incompatibilidades del tutor del Rey o el reconocimien­
to de las banderas de las comunidades autónomas) y deja fuera. en cambio. otrasde capital 
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procedimiento, que exige entre otros trámites la aprobación de la refor­
ma por dos Parlamentos sucesivos (102), concluye preceptivamente con 
un referéndum de ratificación (art. 168-3). Se trata, pues, de un referén­
dum de carácter obligatorio, que tiene lugar ope legis. por mandato cons­
titucional. sin que sea preciso que algún órgano solicite su convocatoria. 

Aunque resulta lógico y encomiable que "se involucre al cuerpo elec­
toral" siempre que se quiera modificar algún aspecto fundamental de la 
Constitución (103), creemos que el referéndum exigido en el último pá­
rrafo del artículo 168 ofrece algunas notas de incoherencia. En efecto. 
después de que las primeras Cortes hayan aprobado el principio de revi­
sión constitucional serán inmediatamente disueltas y se convocarán nue­
vas elecciones. que "tendrán como punto central de la campaña la conve­
niencia o la inoportunidad de la revisión". "Si ésta resulta nuevamente 
aprobada por el Parlamento es porque los electores han dado su visto 
bueno a la iniciativa de reforma constitucional. otorgando su voto a los 
partidos que la defienden; de esta manera, la exigencia adicional de un 
referéndum posterior fijada en el artículo 168 resulta superflua y se con­
vierte exclusivamente en un obstáculo más para desalentar el proceso re­
visionista" (104). 

2.2.3. Algunas cuestiones procedimentales en torno a los referéndums de 
reforma constitucional 

De acuerdo con el artículo 7 de la Ley Orgánica reguladora de las dis­
tintas modalidades de referéndum, "en los casos de referéndum consti­
tucional previstos en los artículos 167 y 168 de la Constitución. será con­
dición previa la comunicación por las Cortes Generales al Presidente del 
Gobierno del proyecto de reforma aprobado que haya de ser objeto de 
ratificación popular". "Recibida la comunicación se procederá. en todo 

importancia (vg. el principio de igualdad o las garantías de los derechos fundamentales). 
Cfr.. en este sentido. Torres del Moral, Antonio: Principios ... , op. cit., vol. 11, pág. 0.137: 
Alvarez Conde, Enrique: El régimen .... op. cit .. pág. 317. 

(102) El Congreso y el Senado deberán aprobar el principio de revisión constitucional 
por mayoría de dos tercios de cada Cámara, produciéndose acto seguido la disolución in­
mediata de las Cortes. Las nuevas Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión adoptada 
por las anteriores sobre el principio de revisión y "proceder al estudio del nuevo texto cons­
titucional. que deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras". Pos­
teriormente, el texto así aprobado deberá ser sometido a referéndum para su ratificación. 

(103) Cfr. De Esteban. Jorge: El régimen ... , op. cit., pág. 96. 
(104) Cfr. Tomás Villarroya. Joaquín: .. Comentario ... ". op. cit., págs. 342-43. Con cri­

terio análogo puede verse Alvarez Conde. Enrique: El régimen .... op. cit .. pág. 319. 
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caso, a la convocatoria dentro del plazo de treinta días y a su celebración 
dentro de los sesenta días siguientes". Añadamos que si se tratara de un 
referéndum facultativo, la referida comunicación debería ir acompaña­
da de la preceptiva solicitud del diez por ciento de los diputados o de los 
senadores. 

Al hilo de este precepto, podemos plantearnos dos cuestiones: pri­
mera, ¿quién es el responsable de la convocatoria de estos referén­
dums?; y segunda, ¿puede subsanar el resultado afirmativo del referén­
dum los eventuales errores procedimentales que se hayan podido produ-

. 'J 
Clr. . 

A) El primer tema, esto es el de precisar quién es el responsable de la 
convocatoria de los referéndums de reforma constitucional, se plantea a 
partir de la consideración de que el Presidente del Gobierno, una vez 
que ha recibido la comunicación de las Cortes, está obligado a refrendar 
la convocatoria del referéndum en los plazos indicados, sin que pueda 
entrar a fiscalizar la corrección o incorrección del procedimiento seguido 
hasta entonces. Con lo cual resulta que el Jefe del Ejecutivo, al refrendar 
el acto regio de convocatoria, asume automáticamente la responsabili­
dad del mismo, sin que haya podido practicar ni tan siquiera el control de 
legalidad. A juicio de los profesores Linde Paniagua y Herrero Lera, 
esta incoherencia se habría podido evitar si el artículo 64-1 de la Consti­
tución, al determinar los casos en que el refrendo debe proceder del Pre­
sidente del Congreso, hubiera incluido la convocatoria de estos referén­
dums (105). 

B) Otro tema de indudable interés es el de determinar si un referén­
dum con resultado positivo puede subsanar los eventuales errores cometi­
dos en el procedimiento parlamentario que ha conducido al texto de re­
forma constitucional finalmente sometido a ratificación popular. A jui­
cio del profesor Torres del Moral, si el referéndum obtiene resultado po­
sitivo, "los defectos formales habidos con anterioridad quedan subsana­
dos con la posterior intervención del pueblo" siempre que se den tres 
condiciones: 1 ") que la voluntad popular se haya expresado a través de 
sufragio universal, libre, directo y secreto; 2a) que el resultado afirmati­
vo del referéndum conste de forma fehaciente; y 3a ) que el defecto for­
mal "no haya sido determinante del resultado". Defiende esta solución 
invocando el principio de conservación de los actos políticos y los am-

(10:;) Cfr. Linde Paniagua. Enrique y Herrero Lera. Miguel: "Comentario a la Ley ...... 
op. cit .. págs. 9:;-97. 
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plios términos con que el artículo 1-2 de la Constitución consagra la titu­
laridad popular de la soberanía (106). 

2.3. REFERENDUM CONSULTIVO (ART. 92) 

2.3.1. Introducción 

La modalidad más novedosa y a su vez problemática de la institución 
referendaria (107) la consagra la Constitución en su artículo 92-1, al afir­
mar que "las decisiones políticas de especial trascendencia podrán ser 
sometidas a referéndum consultivo de todos los ciudadanos". Añadien­
do, el segundo apartado de este mismo precepto, que "el referéndum 
será convocado por el Rey, mediante propuesta del Presidente del Go­
bierno, previamente autorizado por el Congreso de los Diputados". El 
referéndum consultivo es, a nuestro juicio, una "figura interesante", 
tanto por sí misma como, sobre todo, por lo que significa de nuevo inten­
to de incorporar a una Constitución eminentemente representativa algu­
nas fórmulas de democracia directa (108). 

Aunque esta modalidad referendaria aparece escasamente constitu­
cionalizada en el Derecho comparado, debemos referirnos como un cla­
ro precedente al modelo sueco (109). Parece evidente que "el referén­
dum consultivo español responde al planteamiento de la Constitución de 
Suecia, es decir, se ha optado por incorporar a la Constitución la figura 
de la consulta popular, pero sin que ésta interfiera en el carácter repre­
sentativo de nuestra democracia ni, sobre todo, en el funcionamiento del 
régimen parlamentario que se pretende implantar" (110). 

(106) Cfr. Torres del Moral, Antonio: Principios ... , op. cit., vol. 11, págs. 444-45. 
(107) Cfr. Aguiar de Luque, Luis: "Referéndum", op. cit., pág. 794. 
(108) Valoración análoga puede verse en el trabajo del profesor Pedro Cruz Villalón: 

"El referéndum ... ", op. cit., pág. 145. 
(1 (9) El actual artículo 4 del capítulo VIII de la Constitución sueca se limita a decir que 

"la ley establecerá las disposiciones imperativas por las que se regirán los referéndums con­
sultivos organizados en el conjunto del país". Más explícito era el apartado segundo añadi­
do en 1922 al entonces artículo 49: "En el caso de que la importancia y la naturaleza parti· 
cular de una cuestión exija que la opinión del pueblo sea recabada antes de la decisión de­
finitiva del asunto, el Rey y el Riksdag podrán, por medio de una ley hecha en común, de­
cretar un referéndum general. Esta ley deberá precisar la cuestión o cuestiones a que res­
ponderá el referéndum, e indicar el tiempo y la manen! del referéndum. Tiene derecho a 
participar en el referéndum cualquiera que tenga derecho a votar para la Segunda Cámara. 
Cerrado el referéndum, la cuestión será tratada conforme a las leyes fundamentales". 

(110) Cfr. Cruz Villalón, Pedro: "El referéndum ... ", op. cit., pág. 159. 
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El artículo 92 de la Constitución, fruto de un laborioso proceso parla­
mentario que se prolongó hasta la Comisión Mixta Congreso-Senado y 
que -como hemos visto- restringió muy sensiblemente el alcance de la 
institución referendaria (111), es un precepto ambiguo que, desafortu­
nadamente, apenas ha sido desarrollado por la Ley Orgánica reguladora 
de las distintas modalidades de referéndum. En efecto, el artículo 6 de 
dicha Ley, único que se refiere a esta clase de referéndum, se limita a 
precisar que la solicitud del Presidente del Gobierno al Congreso de los 
Diputados "deberá contener los términos exactos en que haya de formu­
larse la consulta", y que la autorización de la Cámara Baja deberá ser por 
mayoría absoluta (112). Aspectos tan importantes como el objeto de la 
consulta, los efectos vinculantes o no vinculantes del resultado, la preci­
sión de lo que debe entenderse por "decisión política de especial trascen­
dencia" o la posibilidad de celebrar referéndums consultivos de ámbito 
infraestatal, son algunos de los numerosos temas que pasaron totalmen­
te desapercibidos para los legisladores, únicamente preocupados por dar 
una rápida solución al problema autonómico andaluz. 

Aunque no es previsible un uso frecuente de esta modalidad de refe­
réndum, debemos recordar que recientemente ha sido utilizada en un 
tema extraordinariamente polémico: la decisión política del Gobierno 
en relación con la Alianza Atlántica (113). La apasionada campaña elec­
toral que precedió a dicha consulta, unida a lo incierto del resultado has-

( 111) Los aspectos más llamativos de esta desconfiada y restrictiva trayectoria constitu­
cional son tres: la supresión del referéndum legislativo de ratificación y del referéndum le­
gislativo abrogatorio. la restricción de los sujetos legitimados para solicitar la celebración 
de un referéndum y la calificación de "consultivo" al referéndum sobre decisiones políticas 
de especial trascendencia. Cfr. supra 2.1.1.: .. El referéndum en el proceso constituyente". 

( 112) El artículo 6 de la Ley Orgánica 2/19!lO, de 18 de enero. ofrece la siguiente redac­
ción: "El referéndum consultivo previsto en el artículo 92 de la Constitución requerirá la 
previa autorización del Congreso de los Diputados por mayoría absoluta, a solicitud del 
Presidente del Gobierno. Dicha solicitud deberá contener los términos exactos en que 
haya de formularse la consulta". 

(113) En el Boletín Oficial del Estado de 7 de febrero de 1986 se publicó el Real Decreto 
214/1986. de 6 de febrero. por el que se somete a referéndum de la Nación la decisión po­
lítica del Gobierno en relación con la Alianza Atlántica. Para la celebración de este refe­
réndum se dictaron numerosas normas complementarias. las más importantes son las si­
guientes: Real Decreto 215/1986. de 6 de febrero; Real Decreto 216/1986. de 6 de febrero; 
Real Decreto 217/1986. de 6 de febrero; Real Decreto 218/1986. de 6 de febrero; y Real 
Decreto 440/1986. de 28 de febrero. Para un estudio de esta consulta puede verse el trabajo 
del Equip de Sociologia Electoral de la Universitat Autónoma de Barcelona titulado: "El 
referéndum del 12 de marzo de 1986 sobre la permanencia de España en la OTAN Y sus 
consecuencias para el sistema político" en Revista de Estudios Políticos, núm. 52, 1986, 
págs. 183-215. 
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ta el último momento (114), motivó numerosos artículos y comentarios. 
En ellos, al tiempo que se ponían de relieve las ambigüedades y los pro­
blemas inherentes al referéndum consultivo, se proponían diversas solu­
ciones que, sin duda, nos servirán para perfilar mejor los contornos jurí­
dicos de esta figura. 

2.3.2. Procedimiento que debe seguirse para convocar un referéndum 
consultivo 

Lo primero que hay que indicar es que el referéndum previsto en el 
artículo 92 de la Constitución tiene carácter facultativo (115), lo que sig­
nifica que los poderes públicos pertinentes podrían adoptar la decisión 
política de especial trascendencia sin consultar previamente al pueblo. 
Dicho con otras palabras, se consulta al cuerpo electoral porque se quie­
re, no porque haya una obligación jurídica de hacerlo. Sentada esta pre­
cisión, debemos señalar que el proceso que conduce a la celebración de 
un referéndum consultivo se compone básicamente de tres fases: 1 ") pro­
puesta del Presidente del Gobierno; 2") autorización del Congreso de los 
Diputados; y 3") convocatoria formal del Rey. Analicémoslas por sepa­
rado. 

1") Propuesta del Presidente del Gobierno 

Parece evidente que la iniciativa en este tipo de referéndums corres­
ponde de forma exclusiva al Presidente del Gobierno, quien libremente 
decidirá si pone en marcha o no el procedimiento que, en su caso, condu­
cirá a la celebración de la consulta. Se trata, como vemos, de un "acto 
personalísimo" que no precisa siquiera del acuerdo previo del Consejo 
de Ministros (116), lo que sin duda contribuirá a fortalecer la figura de 

I 

(114) Los resultados que se produjeron el12 de marzo de 1986 fueron mucho más pro­
gubernamentales de lo que era previsible a tenor de las encuestas electorales. En concreto, 
fueron los siguientes (B.O.E. de 2 de abril de 1986 y B.O.E. de 11 de abril de 1986): 
Electores: 29.024.494 
Votantes: 17.246.452 
Votos afirmativos: 9.054.509 
Votos negativos: 6.872.421 
Votos en blanco: 1.127.673 
Votos nulos: 191.849 

(115) Cfr. De Esteban, Jorge: El régimen ... , op. cit., pág. 96; Cruz Villalón, Pedro: "El 
referéndum ... ", op. cit., págs. 149 y 160; Linde Paniagua, Enrique y Herrero Lera, Mi­
guel: "El referéndum en la Constitución ... ", op. cit., pág. 37; Linde Paniagua, Enrique: 
"Artícul092 ... ",op. cit., pág. 395. 
I (116) Cfr. Linde Paniagua, Enrique y Herrero Lera, Miguel: "Comentario a la Ley ... "', 
op. cit., pág. 95. 
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su Presidente (117). Precisamente por esta razón, Pedro Cruz ha lamen­
tado que no se haya seguido el texto del Anteproyecto de Constitución, 
que atribuía la iniciativa al Gobierno en su conjunto (118), con lo cual se 
hubiera eliminado "un elemento presidencialista suplementario, espe­
cialmente innecesario en esta materia" (119). 

Una vez que el-Jefe del Gobierno ha adoptado la decisión de propo­
ner la celebración de un referéndum consultivo tiene que solicitar autori­
zación al Congreso de los Diputados, indicando en dicha solicitud "los 
términos exactos en que haya de formularse la consulta". En cuanto a la 
valoración política del requisito de que la solicitud contenga expresa­
mente concretada la pregunta que se desea formular, compartimos la 
opinión del profesor Ramírez, en el sentido de que se ha querido "huir, 
expresamente, de toda posible ambigüedad y, mucho más, de cualquier 
tipo de cheque en blanco puesto en manos del Jefe del Ejecutivo" (120). 

2a ) Autorización del Congreso de los Diputados 

Una vez recibida en la Cámara Baja la solicitud del Presidente del 
Gobierno, será debatida en el Pleno de la misma. Dicho debate, que de­
berá ajustarse a las normas previstas para el de totalidad, finalizará con 
una decisión concreta, que será comunicada por el Presidente del Con­
greso al del Gobierno (art. 161 del Reglamento del Congreso de los Di­
putados). Sólo si obtiene el voto favorable de la mayoría absoluta de los 
diputados, el referéndum se entenderá autorizado; en caso contrario, la 
propuesta del Presidente del Gobierno habrá sido rechazada. Esta regu­
lación suscita algunos comentarios: 

- En primer lugar, vemos que el Congreso de los Diputados no sólo 
debate la conveniencia o no del referéndum, como parecía deducirse del 
texto del Anteproyecto de Constitución (121), sino que además tal deba-

(117) Cfr. De Esteban. Jorge: El régimen .... op. cit .. pág. 97. 
(IIX) El artículo X5-3 del Informe de la Ponencia (B.O. C. de 17 de abril de 1978) estaba 

redactado con el siguiente tenor: "El referéndum será convocado por el Rey. a propuesta 
del (Johiemo. por iniciativa propia o de cualquiera de las Cámaras". 

(119) Cfr. Cruz Villalón. Pedro: "El referéndum ...... op. cit .. pág. 162. 
(120) Cfr. Ramírez Jiménez. Manuel: La participación .... op. cit .. pág. 134; Idem: 

"Democracia directa y Constitución: problemática y desarrollo legislativo" en El desarro­
llo de la Constitución española de 1978. Pórtico. Zaragoza. 1982. pág. 37. 

( 121 ) El artículo X6-2 del Anteproyecto de Constitución una vez dictaminado por la Co­
misión de Asuntos Constitucionales y Libertades Públicas del Congreso quedó así: "El re­
feréndum será convocado por el Rey con refrendo del Presidente del Gobierno y previo de-



128 JOAN OLIVER ARAUJO 

te debe concluir necesariamente con una resolución, que de forma ina­
pelable autorizará o prohibirá la convocatoria del referéndum. Como 
afirma el profesor Alzaga, en la iniciativa deben coincidir el Gobierno y 
la Cámara Baja, lo que "evita el peligro de que se convierta en un instru­
mento al servicio de un Gobierno, más o menos proclive a tentaciones 
cesaristas, a la hora de afrontar una pugna con las Cortes" (122). 

- En segundo lugar, debemos indicar que la exigencia de que la au­
torización del Congreso sea por "mayoría absoluta" no venía establecida 
por la Constitución, sino que fue fijada por el art. 6 de la Ley Orgánica 
del Referéndum, lo que suscitó algunas dudas sobre su posible inconsti­
tucionalidad. En nuestra opinión, tal requisito, aunque es evidentemen­
te restrictivo, no puede ser tildado de inconstitucional, pues encuentra 
cobertura suficiente en los artículos 92-3 y 79-2 de la Ley Fundamental 
(123). El primero de estos preceptos remite a una ley orgánica la regula-

bate del Congreso de los Diputados" (B. O. e. de I de julio de 1971\). La expresión "previo 
debate" era una fórmula extraordinariamente imprecisa que, tal como puso de relieve en 
el Pleno Heribert Barrera, podía originar grandes ambigüedades: " .... es necesario un de­
bate previo en las Cortes. ¿Cómo debe interpretarse esto? ¿El debate tiene que ir seguido 
de un voto favorable del Congreso o bien basta con que haya debate y la conclusión del de­
bate es indiferente?" (cfr. Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados. núm. 109, 13 
de julio de 1978, pág. 4215). 

La Comisión de Constitución del Senado, aceptando la enmienda número 1067 del 
Grupo Socialista, sustituyó la expresión "previo debate" por "previa autorización" (cfr. 
Diario de Sesiones del Senado. núm. 50, 6 de septiembre de 1971\, págs. 2316,2317 Y 2321). 
El profesor López Pina justificó este cambio argumentando que era "un servicio a la clari­
dad e inequivocidad que debe caracterizar la relación constitucional entre las institucio­
nes". El artículo, que pasaba a ser el91, ofrecía la siguiente redacción: "2. El Rey convo­
cará el referéndum, con refrendo del Presidente del Gobierno y previa autorización del 
Congreso de los Diputados" (B. O.e. de 6 de octubre de 1971\). Aunque con esta modifica­
ción el texto ganaba en claridad, el tema de la iniciativa del referéndum seguía quedando 
relegado al "limbo de la ambigüedad" (Cruz Villalón). 

Por último, el Dictamen de la Comisión Mixta Congreso-Senado volvió a retocar la re­
dacción de este precepto, aunque manteniendo las innovaciones introducidas en la Cámara 
Alta: "El referéndum será convocado por el Rey, mediante propuesta del Presidente del 
Gobierno, previamente autorizada por el Congreso de los Diputados" (B. O. e. de 21\ de 
octubre de 1978). Lo más novedoso de esta redacción definitiva fue: por una parte, la sus­
titución de la expresión "con refrendo del Presidente del Gobierno" por la locución "me­
diante propuesta del Presidente del Gobierno"; y, por otra, el cambio de la fórmula "pre­
via autorización del Congreso" por "previamente autorizada por el Congreso", con lo cual 
queda claro que la autorización se refiere a la propuesta del Presidente del Gobierno y no 
a la convocatoria del Rey (Cruz Villalón). 

(122) Cfr. Alzaga Villaamil, Oscar: La Constitución .... op. cit .. pág. 587. 
(123) Cfr. Aguiar de Luque, Luis: "La Ley Orgánica ... ", op. cit .. pág. 171; Ramírez Ji-

ménez, Manuel: La participación ... , op. cit .. págs. 134-35; Santamaría Pastor ,Juan Alfon­
so: "Artículo 92", op. cit .• pág. 1322. 
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ción de las "condiciones" de las distintas modalidades de referéndum, y 
el segundo autoriza a la propia Constitución y a las leyes orgánicas a es­
tablecer "mayorías especiales" para adoptar acuerdos en las Cámaras 
Legislativas. Dejado pues sentado, a la luz de estos preceptos, que esta 
exigencia de mayoría absoluta no vulnera el Texto Constitucional, debe­
mos añadir que, a nuestro juicio, su introducción resulta altamente posi­
tiva, pues supone "un reforzamiento del consenso parlamentario exigido 
en torno a una consulta de esta naturaleza" (124). El requisito de la ma­
yoría absoluta es, como afirma el profesor Torres del Moral, una "garan­
tía" para la oposición y un freno al uso demagógico "de la consulta popu­
lar por parte de un Gobierno en dificultades", ya que "impide o dificulta 
su utilización como un sucedáneo de la confianza parlamentaria" (125). 

- Por otra parte, hay que subrayar que la facultad de autorizar la ce­
lebración de un referéndum consultivo se atribuye al Congreso de los Di­
putados en exclusiva, siendo excluido el Senado como consecuencia del 
bicameralismo imperfecto que se quiso consagrar. Además, la autoriza­
ción siempre debe otorgarse con anterioridad a la celebración del refe­
réndum, siendo inadmisibles las hipotéticas convalidaciones a posteriori. 

- Finalmente, queremos destacar que el Congreso de los Diputados 
autoriza o deniega una solicitud del Presidente del Gobierno, pero care­
ce de competencias para proponer de motu proprio la celebración de un 
referéndum consultivo. Puede, por tanto, impedir su celebración, pero 
no puede obligar al Presidente del Gobierno a convocarlo (126). 

3") Convocatoria formal del Rey 

La última fase de este proceso la constituye la convocatoria regia 
que, como es obvio, tiene carácter totalmente obligatorio (127). De 
acuerdo con el artículo 2-3 de la Ley Orgánica del Referéndum, dicha 
convocatoria deberá formalizarse a través de un "Real Decreto acorda­
do en Consejo de Ministros y refrendado por su Presidente". 

(124) Cfr. Cruz Villalón, Pedro: "El referéndum ... ", op. Cil., pág. 163. 
(125) Cfr. Torres del Moral. Antonio: Principios ... , op. Cil., vo\. 1. pág. 122. 
(12(,) Con análogo criterio, cfr. Linde Paniagua, Enrique y Herrero Lera, Miguel: "El 

referéndum en la Constitución ... ", op. Cil., pág. 39; Linde Paniagua, Enrique: "Artículo 
<)2 ... ". op. cil .. pág. 3H2. 

(127) Cfr .. entre otros, De Esteban, Jorge: El régimen ... , op. Cil., pág. 96. 
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2.3.3. Objeto de la consulta: "decisiones políticas de especial trascenden­
cia" 

La delimitación precisa de lo que puede ser objeto de referéndum 
consultivo es, como se ha puesto de relieve (128), un tema complejo, 
pues la fórmula "decisiones políticas de especial trascendencia", que uti­
liza el artículo 92, adolece de una notable y tal vez premeditada oscuri­
dad. Ya en los debates parlamentarios, Heribert Barrera puso de relieve 
la ambigüedad que encerraba dicha expresión, preguntándose: "¿Qué 
quiere esto decir exactamente?, ¿quién puede juzgar de la trascenden­
cia?, ¿con qué criterio?" (129). A nuestro juicio, los constituyentes con­
sagraron conscientemente un concepto jurídico-político indeterminado, 
"que evidencia el deseo de dejar en el convocan te un margen de libertad 
de extraordinaria amplitud" (130). El profesor Aguiar de Luque ha pre­
cisado que por decisión política de especial trascendencia "hay que en­
tender tan solo eso, decisión básica, cuya puesta en práctica puede impli­
car tanto una política legislativa acorde, como unas medidas de gobierno 
congruentes con la voluntad popular expresada en las urnas" (131). Se 
ha pretendido, según este mismo autor, que los poderes públicos puedan 
posteriormente, al concretar la decisión, "ponderar el resultado de la vo­
tación popular" (132). 

Es doctrina generalizada (133) que el referéndum consagrado en el 
artículo 92 no puede utilizarse para aprobar proyectos de ley ni para de­
rogar leyes en vigor, aunque estos textos contengan decisiones políticas 
de especial trascendencia. Dos argumentos avalan esta interpretación: 
por una parte, el propio tenor literal de este precepto (134); y, por otra, 

(128) CfL, entre otros, Aguiar de Luque, Luis: "Referéndum", op. cit .. pág. 794; To­
rres del Moral, Antonio: Principios .... op. cit .. vol. 1, pág. 122; Linde Paniagua, Enrique: 
"Artículo 92 ..... , op. cit., págs. 377-78. 

(129) Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados (Sesión Plenaria), núm. 109, 13 
de julio de 1978, pág. 4214. 

(130) CfL Linde Paniagua, Enrique: "Artículo 92 ... ", op. cit., págs. 377-78. 
(131) Cfr. Aguiar de Luque, Luis: "Referéndum", op. cit., pág. 795. 
(132) Ibidem, pág. 796. 
(133) En este sentido, cfL Torres del Moral, Antonio: Principios ... , op. cit., vol. 1, 

págs. 121-22; Linde Paniagua, Enrique: "Artículo92 ... ", op. cit., págs. 378, 380y 383; Lin­
de Paniagua, Enrique y Herrero Lera, Miguel: "El referéndum en la Constitución ... ", op. 
cit., págs. 39-40; Aguiar de Luque, Luis: "Referéndum", op. cit., págs. 794-95; Cruz Villa­
Ión, Pedro: "El referéndum ... ", op. cit., págs. 153 y 160; Santamaría Pastor, Juan Alfonso: 
"Artículo 92", op. cit., págs. 1317-18. 

(134) Cfr. Cruz Villalón, Pedro: "El referéndum ... ", op. cit., pág. 160; Tomás Villarro­
ya, Joaquín: "Comentario ... ", op. cit., pág. 346. 
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el desarrollo del proceso constituyente, pues -como sabemos- las dos 
modalidades de referéndum legislativo fueron expresamente excluidas 
del Anteproyecto de Constitución (135). En este sentido, debemos indi­
car que la ubicación del artículo referente al referéndum consultivo en el 
capítulo dedicado a "la elaboración de las leyes" no tiene ninguna tras­
cendencia jurídica. La razón de esta discutible colocación se debe preci­
samente a que en los primeros textos del iter legislativo este precepto in­
cluía, junto al referéndum consultivo, el legislativo de ratificación y el le­
gislativo abrogatorio. Al ser suprimidos en la Comisión de Asuntos 
Constitucionales del Congreso, en vez de repensar el enclave en que de­
bía situarse el ahora ya solitario referéndum consultivo, se mantuvo por 
inercia en el capítulo dedicado a regular el proceso de elaboración de las 
leyes, cuando precisamente esta modalidad referendaria no puede tener 
por objeto textos legislativos. 

No obstante 16 anterior, debemos señalar que, aunque la pregunta no 
puede tener un contenido normativo expreso (136), es muy posible que 
el resultado del referéndum provoque una determinada actividad legis­
lativa (por ejemplo, en la hipótesis de que el Gobierno sometiera a refe­
réndum su decisión política de despenalizar el aborto, es evidente que el 
resultado de esta consulta podría motivar la presentación de un proyecto 
de ley en consonancia con la voluntad popular). Como afirma el profesor 
Tomás Villarroya, "el texto literal del artículo 92 puede quedar eludido 
mediante un expediente fácil: se consulta al pueblo y el resultado de la 
consulta se articula en un texto legislativo" (137). 

2.3.4. Alcance y significado del término "consultivo" aplicado a esta mo­
dalidad de referéndum 

El tema más importante y a su vez más problemático que plantea el 
referéndum sobre decisiones políticas del artículo 92, es el de precisar el 
alcance y significado del término "consultivo" , introducido -como sabe­
mos- por la Comisión de Asuntos Constitucionales del Congreso al ser 
aceptada una enmienda in va ce del profesor Solé Tura. Dicho con otras 
palabras, lo que ahora nos proponemos es determinar si el resultado del 
referéndum vincula a los poderes públicos o si, por el contrario, sólo tiene 
carácter orientador, jurídicamente no vinculante. 

(135) Cfr. supra 2.1.1.: "El referéndum en el proceso constituyente". 
(136) Cfr. Linde Paniagua, Enrique y Herrero Lera, Miguel: "El referéndum en la 

Constitución ... ". op. cit., pág. 39. 
(137) Cfr. Tomás Villarroya, Joaquín: "Comentario ... ", op. cit., pág. 346. 
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Para abordar correctamente este problema resulta imprescindible 
acudir a los debates parlamentarios, al objeto de saber cuál fue la inten­
ción de los constituyentes al calificar de "consultivo" al referéndum so­
bre decisiones políticas. En primer lugar, hay que subrayar que su pro­
pósito fue, sin ninguna duda, el de recortar la eficacia decisoria de este 
mecanismo de participación directa, aunque no se llegó a precisar clara­
mente en qué consistía este recorte. En bastantes momentos de los deba­
tes constitucionales, da la impresión de que los parlamentarios que de­
fendían esta innovación (concretamente, Solé Tura y Pérez-Llorca) no 
se atrevían a decir que el resultado de un referéndum consultivo podía 
no ser vinculante para los poderes públicos, y soslayaban esta afirmación 
con diversos rodeos dialécticos (138). Fue el profesor Fraga Iribarne 
quien, oponiéndose a la enmienda del profesor Solé Tura, puso el dedo 
en la llaga, subrayando la "extrema gravedad" que supone someter al 
pueblo una decisión y luego "no tomar en consideración la opinión ex­
presada" (139). Ante estas críticas, los defensores de introducir el térmi­
no "consultivo" precisaron algo más lo que significaba para ellos este vo­
cablo. El profesor Solé Tura parecía concebir el referéndum consultivo 
como un gran sondeo de opinión. A su juicio, este tipo de referéndum 
debería utilizarse cuando, ante situaciones extraordinarias, haya que 
adoptar decisiones políticas de especial trascendencia que ni el Gobier­
no ni las Cortes "quieran asumir con plenitud sin saber exactamente cuál 
es el estado de la opinión, y que se pueda levantar acta de esta opinión" 
(140). Por su parte, José Pedro Pérez-L1orca fue todavía mucho más cla­
ro. A su entender, el calificar de consultivo al referéndum sobre decisio­
nes políticas traía como consecuencia que, si el nivel de abstención era 

(138) El profesor Jordi Solé Tura se expresó en los siguientes términos: el referéndum 
sobre "decisiones políticas de especial trascendencia, si no se matiza, puede dar lugar tam­
bién a que el Parlamento quede absolutamente colocado en un segundo plano y, desde lue­
go, establecemos una dinámica que puede prácticamente, no sólo establecer grandes con­
flictos entre los diversos poderes, sino reducir también al Parlamento a un papel absoluta­
mente mínimo". Cfr. Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados (Comisión de 
Asuntos Constitucionales y Libertades Públicas), núm. 81, 6 de junio de 1978, pág. 2937. 

El diputado centrista José Pedro Pérez-L1orca Rodrigo, al adherirse a la propuesta del 
profesor Solé Tura, afirmó: "la explicitación del carácter consultivo de este referéndum de­
cisionista, parece también una mejora desde nuestra actual contemplación del problema". 
Cfr. Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados (Comisión de Asuntos Constitucio­
nales y Libertades Públicas), núm. 81, 6 de junio de 1978, pág. 2940. 

(139) Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados (Comisión de Asuntos Consti­
tucionales y Libertades Públicas), núm. 81, 6de junio de 1978, pág. 2941; Y Diario deSesio­
nes del Congreso de los Diputados (Sesión Plenaria), núm. 109, 13 de julio de 1978, pág. 
4212. 

(140) Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados (Comisión de Asuntos Consti­
tucionales y Libertades Públicas), núm. 81,6 de junio de 1978, pág. 2942. 
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muy elevado, los poderes públicos no estarían obligados a seguir la opi­
nión mayoritaria, pues ésta no reflejaría realmente la voluntad popular 
(141). La réplica de Heribert Barrera al diputado de VCD fue inmedia­
ta. "¿Cómo puede imaginarse -decía- que se hará una consulta al pueblo, 
que el pueblo contestará en un cierto sentido y que luego no se le hará 
caso?". Tras agregar que este mecanismo puede dar lugar a "conflictos 
gravísimos", concluía diciendo que, en un sistema democrático, es inad­
misible "pensar que alguien puede oponerse a la voluntad del pueblo, 
expresada en referéndum" (142). Hasta aquí lo que dieron de sí los oscu­
ros debates parlamentarios en torno al significado del término "consulti­
vo" aplicado al referéndum sobre decisiones políticas. 

Por otra parte, dentro del ámbito doctrinal, se han defendido tres in­
terpretaciones parcialmente distintas sobre el alcance que hay que atri­
buir a dicho término: 

A) Para algunos autores el resultado de un referéndum consultivo no 
vincula jurídicamente a los poderes públicos que, en consecuencia, po­
drán actuar en sentido contrario al preferido por la mayoría de los ciuda­
danos. El profesor Alzaga Villaamil defiende esta interpretación, pero 
la matiza afirmando que "si el pueblo se manifiesta en términos muy ne­
tos en favor de una determinada opción, no es de prever, en el terreno 
del realismo político, que" el Gobierno o el Parlamento "se aventuren a 
ir contra la opinión popular manifestada a través de tal vía" (143). 

B) Para otro sector de la doctrina, el referéndum no tendrá carácter 
vinculante cuando los resultados del mismo muestren "una ciudadanía 
escindida a nivel de votos", pero, en cambio, la obligatoriedad será total 
cuando una de las dos respuestas haya "alcanzado una amplia mayoría 
en el cuerpo electoral" (144). 

(141) Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados (Sesión Plenaria), núm. 109,13 
de julio de 197R, pág. 4213. 

(142) Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados (Sesión Plenaria), núm. 109,13 
de julio de 197R, págs. 4214-15. 

(143) Cfr. Alzaga Villaamil. Oscar: La Constitución ... , op. cit., pág. 587. El profesor 
Joaquín Tomás Villarroya ("Comentario ... ", op. cit., pág. 346) también parece suscribir, 
de forma matizada, esta lectura: "el resultado del referéndum no vincula al órgano que 
debe adoptar la decisión consultada; pero, políticamente, parece difícil imaginar que tal 
órgano ignore el resultado". 

(144) Cfr. Ramírez Jiménez. Manuel: La participación ... , op. cit., págs. 125-26. Análo­
ga interpretación parece asumir el profesor Juan Alfonso Santamaría Pastor ("Artículo 
92", op. cit., pág. 1317), cuando afirma que "resulta impensable que el órgano que hubiese 
de adoptar la decisión consultada lo hiciese en un sentido contrario al pronunciamiento 
neto y rotundo de la voluntad popular". 
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C) Finalmente, para un tercer grupo de autores -cuya opinión noso­
tros suscribimos- el resultado del referéndum es jurídicamente vinculan­
te, con independencia de que la mayoría haya sido amplia o ajustada, y, 
por tanto, los poderes públicos están totalmente obligados por aquel re­
sultado. Hacer caso omiso del mismo equivaldría -como ha afirmado 
gráficamente el profesor De Esteban- a un "verdadero golpe de Estado 
constitucional, puesto que el sujeto de la soberanía, en última instancia, 
es el pueblo y él debe ser quien tenga la última palabra en los asuntos de 
Estado sobre los que se le consulta" (145). Como señala, en esta misma 
línea, el profesor Torres del Moral, "está fuera de lugar que al pueblo se 
le asigne una función de consejo. Cuando el pueblo habla, no aconseja, 
ni sugiere, ni recomienda: decide" (146). Y nosotros añadimos: ¿cómo 
osarían el Gobierno o el Parlamento ir en contra de la opinión mayorita­
ria del cuerpo electoral, del que ellos son emanación? . 

Dentro del grupo de autores que defienden el carácter rigurosamente 
vinculante del resultado de un referéndum consultivo, destaca por su so­
lidez argumental la construcción elaborada por los profesores Jorge de 
Esteban y Luis López Guerra con motivo del referéndum sobre la Alian­
za Atlántica (147). Comienzan su exposición precisando que este tipo de 
referéndum debe recaer siempre sobre decisiones políticas previamente 
adoptadas por los órganos pertinentes y, fundamentalmente, por el Go­
bierno de la Nación. El esquema lógico que ha dibujado la Constitución 
-agregan estos autores- podría "resumirse diciendo que el Gobierno 
toma o anuncia una decisión y el pueblo se pronuncia sobre ella, favora­
ble o desfavorablemente". El carácter consultivo del referéndum no sig­
nifica que "el Gobierno haya de limitarse a tomar nota" y todo continúe 
como si no hubiera ocurrido nada. Por el contrario, a juicio de los profe­
sores De Esteban y López Guerra, "la fuerza vinculante de un pronun­
ciamiento popular, en un Estado definido constitucionalmente como de­
mocrático, no puede ser objeto de discusión, salvo que se cuestione el 
mismo contenido de la democracia". Sin embargo, acto seguido, aclaran 
que esta indiscutible fuerza vinculante "debe considerarse desde la pers­
pectiva del objeto mismo del pronunciamiento popular". Aplicando es­
tas premisas al referéndum sobre decisiones políticas del artículo 92, ob­
tienen las siguientes conclusiones: 

(145) Cfr. De Esteban, Jorge: El régimen ... , op. cit., pág. 97. 
(146) Cfr. Torres del Moral, Antonio: Principios ... , op. cit., vol. 1, pág. 122. 
(147) Cfr. De Esteban, Jorge y López Guerra, Luis: "Referéndum consultivo y deci­

sión política" en el diario El País, 30 de enero de 1986, págs. 11-12. 
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A) Si la mayoría de los ciudadanos da su apoyo a la decisión adoptada 
por el Gobierno, éste está obligado a "su cumplimiento o puesta en prác­
tica, en los mismos términos en que se hizo la pregunta". 

B) El voto contrario, en cambio, supone "una oposición mayoritaria 
a una actuación política concreta" del Ejecutivo, sobre un tema que -no 
lo olvidemos- es de "especial trascendencia" . Ante una situación de este 
tipo, los autores del trabajo que estamos analizando creen que se dan dos 
posibles salidas constitucionales: 

1 a. Si el Gobierno considera que aquella decisión que ha sido recha­
zada por los ciudadanos forma parte esencial de su programa guberna­
mental, deberá disolver el Parlamento y convocar elecciones generales. 
Ya que si es evidente que el Ejecutivo está vinculado por la decisión po­
pular, también lo es que no puede ser obligado a actuar contra sus con­
vicciones más profundas, y hay que darle la posibilidad de que abandone 
el Poder. Visto desde otra perspectiva, esta convocatoria de elecciones 
anticipadas ofrecerá, a esta mayoría de ciudadanos contrarios a la deci­
sión política sometida a referéndum, "la posibilidad de conformar una 
mayoría parlamentaria y un Gobierno capaces de ejecutar o llevar a 
cabo una decisión distinta a la que fue objeto de consulta". 

2a
. La segunda salida constitucional se da cuando el Gobierno que ha 

perdido un referéndum consultivo considera que dicho resultado adver­
so "no afecta esencialmente a su programa global" y, en consecuencia, 
en vez de disolver el Parlamento, prefiere "revocar su decisión anterior 
y adoptar una nueva en consonancia con la voluntad popular mayorita­
ria··. 

Tanto si el Gobierno opta por una como por otra solución, es eviden­
te que los resultados del referéndum le han vinculado. Como afirman los 
profesores De Esteban y López Guerra al concluir su trabajo, los electo­
res, a través de este instrumento, "se convierten en sujetos constitucio­
nales, directamente activos respecto a una decisión trascendente". 

2.4. REFERENDUMS AUTONOMICOS 

2.4.1. Introducción 

Llamamos referéndums autonómicos a aquellos que tienen su ámbi­
to territorial y humano circunscrito a una comunidad autónoma y que, 
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de una u otra forma, están insertos en el proceso de configuración del Es­
tado autonómico. Se trata, sin duda, de la modalidad referendaria que 
"mayor eco" ha encontrado en nuestra actual Constitución (148), ya que 
se han introducido cuatro variantes de la misma: la) referéndum para 
que una proyectada comunidad autónoma pueda acceder a la autonomía 
plena por la vía rápida sin reunir los requisitos que exige la disposición 
transitoria segunda (art. 151-1); 2a) referéndum para aprobar los estatu­
tos de autonomía de los territorios que sigan la vía rápida (art. 151-2); 3a) 

referéndum para modificar los estatutos de autonomía de las comunida­
des autónomas que hayan seguido la vía rápida (art. 152-2); y 4a) refe­
réndum para la incorporación de Navarra a la Comunidad Autónoma 
Vasca (disposición transitoria cuarta). Estos cuatro tipos de referén­
dums autonómicos son rigurosamente obligatorios para poder alcanzar 
la consecuencia jurídica deseada (es decir, sin referéndum afirmativo no 
se podrá acceder directamente a la autonomía plena sin ser comunidad 
histórica, no se podrá aprobar o reformar un estatuto de autonomía de 
una comunidad especial, ni se podrá incorporar Navarra a la Comunidad 
Autónoma Vasca). 

A pesar de esta pluralidad de referéndums regionales, debemos indi­
car que realmente no se ha perseguido con ellos incrementar los cauces 
de participación directa de los ciudadanos en la vida política, sino más 
bien dar un sólido fundamento democrático a "una decisión de tanta 
trascendencia como es la que toca al proceso autonómico, base de la des­
centralización del Estado" (149). Sin embargo, hay que añadir para ser 
exactos que las tres modalidades principales de referéndum regional (de­
jamos ahora aparte el caso sui generis de Navarra) no debían utilizarse 
en todas las comunidades, sino sólo en aquellas que habían accedido o 
pretendían acceder a la autonomía plena por la vía rápida. Es evidente, 
por otra parte, que, al haberse concluido el proceso de construcción del 
Bstado autonómico, los preceptos que consagran las dos primeras moda­
lidades de referéndum regional ya han agotado sus efectos, pues, aunque 
están ubicados en el texto articulado, son verdaderas normas de Dere­
cho transitorio (150). 

Por lo que se refiere a la experiencia práctica de los referéndums au­
tonómicos, debemos subrayar que la mayoría de los autores la han valo-

(148) Cfr. Aguiar de Luque, Luis: "Referéndum", op. cit., pág. 796. 
(149) Cfr. De Esteban, Jorge: El régimen ... , op. cit., pág. 97. 
(150) Cfr. Torres del Moral, Antonio: Principios ... , op. cit., vol. 1, pág. llO. 
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rado en términos negativos, aunque normalmente han precisado que las 
deficiencias se han debido a causas ajenas a la propia institución referen­
daria. En esta línea crítica, el profesor Tomás Villarroya ha señalado 
que "la convocatoria del referéndum para la ratificación de los Estatutos 
catalán y vasco se realizó de manera inconstitucional", que el referén­
dum andaluz de iniciativa autonómica motivó manipulaciones contrarias 
a la Constitución en la Ley Orgánica 2/1980, y, finalmente, que "la tra­
yectoria del Estatuto gallego rompió literalmente el artículo 151 y, a la 
postre, concluyó en un voto con tal grado de abstención que debiera obli­
gar a la meditación" (151). Sin ningún propósito de exhaustividad, ex­
pondremos, a continuación, algunos de los aspectos más destacados de 
estos cuatro tipos de referéndums autonómicos. 

2.4.2. Referéndum para que una proyectada comunidad autónoma pue­
da acceder a la autonomía plena por la vía rápida sin reunir los re­
quisitos que exige la disposición transitoria segunda (art. 151-1) 

Los territorios que durante la Segunda República no habían plebisci­
tado afirmativamente proyectos de estatuto de autonomía sólo podían 
asumir desde el principio el techo competencial máximo, fijado para las 
comunidades históricas, si conseguían superar los obstáculos que esta­
blecía el primer párrafo del artículo 151 de la Constitución (152). Entre 
dichos obstáculos, el más difícil de franquear era, sin duda, la necesidad 
de que la iniciativa fuera "ratificada mediante referéndum por el voto 
afirmativo de la mayoría absoluta de los electores de cada provincia". El 
artículo 8-4 de la Ley Orgánica 2/1980, de 18 de enero, sobre regulación 
de las distintas modalidades de referéndum, precisó que, "celebrado el 

(151) Cfr. Tomás Villarroya, Joaquín: "Comentario ... ", op. cit., pág. 346; Idem: "Pro­
ceso autonómico ... ", op. cit., págs. 25-64. 

(152) El primer párrafo del artículo 151 de la Constitución está redactado con el si­
guiente tenor: "No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años a que se refiere el 
apartado 2 del artículo 148, cuando la iniciativa del proceso autonómico sea acordada den­
tro del plazo del artículo 143-2, además de por las diputaciones o los órganos interinsulares 
correspondientes, por las tres cuartas partes de los municipios de cada una de las provincias 
afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo electoral de cada una de ellas y 
dicha iniciativa sea ratificada mediante referéndum por el voto afirmativo de la mayoría 
absoluta de los electores de cada provincia en los términos que establezca una ley orgáni­
ca". 

"No queda claro -como afirma el profesor De Esteban- si tal acopio de obstáculos se ha 
establecido con la idea de poner rotundamente de manifiesto esa mayor conciencia particu­
larista o, por el contrario, de lo que se trataba era de dificultar al máximo esta vía rápida 
a fin de que fuese prácticamente imposible su utilización". Cfr. De Esteban, Jorge: El régi­
men constitucional español 2, Labor Universitaria, Barcelona, 1982, pág. 360. 
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referéndum, si no llegase a obtenerse la ratificación por el voto afirmati­
vo de la mayoría absoluta de los electores de cada provincia", no podría 
"reiterarse la iniciativa hasta transcurridos cinco años". Andalucía, 
como es sabido, inició su proceso autonómico por la vía del artículo 151; 
sin embargo, el referéndum del 28 de febrero de 1980 se frustró al no ob­
tener el quórum suficiente en la provincia de Almería (153). Al objeto 
de dar una solución definitiva a la delicada situación política que se había 
creado, el Parlamento -en medio de tensiones y proposiciones dispares­
aprobó la Ley Orgánica 12/1980, de 16 de diciembre, que añadía dos 
nuevos párrafos al artículo 8-4 de la Ley Orgánica 2/1980, reguladora de 
las distintas modalidades de referéndum: 

"Celebrado el referéndum, si no llegase a obtenerse la ratifi­
cación por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de los electo­
res de cada provincia, no podrá reiterarse la iniciativa hasta trascu­
rridos cinco años. 

Esto no obstante, la iniciativa autonómica prel'isw ('fI el artículo 
151 se entenderá ratificada en las provincias en las que se hubiere 
obtenido la mayoría de votos afirmativos prn'istos en el púrra(o (/f/­

terior, siempre y cuando los votos afirmativos hayan alcanzado la 
mayoría absoluta del censo de electores en el conjunto del úmbito te­
rritorial que pretenda acceder al autogobierno. 

(153) El referéndum celebrado el 28 de febrero de 1980 en Andalucía fue el único que 
se convocó para reiterar una iniciativa autonómica. Sus resultados -en porcentajes sobre el 
censo- fueron los siguientes: 

VOTOS SI VOTOS NO VOTOS BLANCO 
Almería 47'00 4'02 4'40 
Cádiz 55'38 2'01 3'64 
Córdoba 60'09 3'90 5'29 
Granada 52'73 3'7R 5'38 
Huelva 52'80 2'16 4'10 
Jaén 50'07 6'20 6'27 
Málaga 50'77 3'OR 3'24 
Sevilla 65'17 2'99 4'27 

Para el estudio de los aspectos jurídicos y políticos de esta consulta popular, pueden 
verse, entre otros, los siguientes trabajos: Del Castillo Vera, Pilar: "Referéndum en Anda­
lucía en aplicación del artículo 151 de la Constitución" en Revista del Departamento de De­
recho Político. núm. 6, primavera 1980, págs. 175-79; Tomás Villarroya, Joaquín: "Proce­
so autonómico ... ", op. cit., págs. 37-52; Ortega Alvarez, Luis: "La inconstitucionalidad 
de ... ", op. cit., págs. 171-204. 
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Previa solicitud de la mayoría de los dipl/tados y senadores de la 
provincia o provincias en las que no se hubiere obtenido la ratifica­
ción de la iniciativa. las Cortes Generales. mediante ley orgánica, 
podrán sustituir la iniciativa autonómica prevista en el artículo 151 
siempre que concurran los requisitos previstos en el párrafo anterior" 
(154 ). 

Con dicha innovación, calificada de inconstitucional prácticamente 
por toda la doctrina (155), se podían estimar afirmativos los resultados 
negativos del referéndum andaluz (156). Como ha afirmado el profesor 
Luis Ortega, la Ley Orgánica 12/1980 "constituye una auténtica ley me­
dida, en cuanto que confiere rango normativo a los caracteres concretos" 
que acompañaron al referéndum andaluz de iniciativa autonómica 
( 157). 

2.4.3. Referéndum para aprobar los estatutos de autonomía de los terri­
torios que sigan la vía rápida (art. 151-2) 

La opción por la vía del artículo 143 ó por la del artículo 151 no sólo 
comportaba diferencias en el ritmo de acceso al techo competencial má­
ximo, sino que también repercutía en la forma de elaborarse y aprobarse 
el correspondiente estatuto (158). Los territorios que podían alcanzar 
directamente el grado máximo de autogobierno. bien por haber plebisci­
tado afirmativamente proyectos de estatuto de autonomía durante la Se-

(154) La Ley Orgánica 12/1980. de 16 de diciembre. se publicó en el Boletín Oficial del 
Estado del día 24 de diciembre de 1980. 

(155) Cfr.. entre otros. Torres del Moral. Antonio: Principios .... op. cit .. vol. l. pág. 
114; Tomás Villarroya, Joaquín: "Proceso autonómico ... ". op. cit .. págs. 39-42 y 50-53; 
Idem: "Comentario ... ", op. cit .. pág. 346; Ramírez Jiménez. Manuel: La participación .... 
op. cit .. págs. 130-31; Ortega Alvarez, Luis: "La inconstitucionalidad ... ", op. cit .. págs. 
203-204. 

(156) La Ley Orgánica 12/1980 incluía una disposición transitoria que le daba efectos 
retroactivos, con el fin de posibilitar su aplicación a Andalucía. "Lo dispuesto en la presen­
te Ley -decía- será de aplicación a los referéndums de ratificación de la iniciativa autonómi­
ca celebrados con anterioridad a su entrada en vigor y desde la vigencia de la Constitu­
ción". 

(157) Cfr. Ortega Alvarez. Luis: "La inconstitucionalidad de ... ", op. cit .• pág. 171. 
Con idéntico criterio. Santiago Muñoz Machado (Derecho Público de las Comunidades 
Autónomas /. Civitas, Madrid, 1982, pág. 258) ha afirmado: "La envergadura política del 
problema. después de diversos avatares. hizo que se buscara una solución particular que, 
aunque arropada en la forma de una modificación de la Ley Orgánica del Referéndum, 
consistió en la aprobación de una auténtica ley medida para el caso andaluz". 

(158) Cfr. De Esteban, Jorge: El régimen .... op. cit .• vol. 11. págs. 355 Y 365. 
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gunda República (caso de Cataluña, País Vasco y Galicia) o bien por ha­
ber superado los obstáculos establecidos en el primer párrafo del artícu­
lo 151 (caso de Andalucía), debían someter sus proyectos de estatuto de 
autonomía a "referéndum del cuerpo electoral de las provincias com­
prendidas en el ámbito territorial del proyectado estatuto" (art. 151-2,3° 
y 5°). 

El procedimiento para elaborar el estatuto de autonomía de los terri­
torios que seguían la vía rápida está básicamente regulado en los cinco 
párrafos del artículo 151-2 de la Constitución yen el artículo 9 de la Ley 
Orgánica del Referéndum. Por razones obvias no vamos a entrar en el 
estudio de estos complejos trámites. Ahora sólo queremos subrayar que 
-tanto si había acuerdo entre la Comisión Constitucional del Congreso y 
la delegación de la Asamblea de parlamentarios regionales como si no lo 
había y, en consecuencia, el proyecto de estatuto debía tramitarse como 
un proyecto de ley- el texto propuesto debía gozar del respaldo popular 
manifestado a través de un referéndum afirmativo. En torno a este refe­
réndum, que ya se exigía en el artículo 12 de la Constitución republicana 
de 1931 (159), queremos destacar que el quórum necesario de respuestas 
afirmativas era sensiblemente inferior al que se requería en el referén­
dum para ratificar la iniciativa autonómica. En este último supuesto era 
preciso, como hemos visto, que en cada provincia hubieran votado afir­
mativamente "la mayoría absoluta de los electores", en cambio para 
aprobar los estatutos de autonomía era suficiente "la mayoría de los vo­
tos válidamente emitidos en cada provincia" (art. 151-2,4" Y 5" de la 
Constitución y art. 9-2 de la LOR). Es evidente, pues, que en el referén-

(159) El artículo 12-b de la Constitución de 1931 señalaba que para la aprobación del 
estatuto de una región autónoma era preciso que lo aceptasen, por el procedimiento que 
señalase la ley electoral, "por lo menos las dos terceras partes de los electores inscritos en 
el censo de la región". Añadía este precepto que, si el plebiscito era negativo, no podía "re· 
novarse la propuesta de autonomía hasta transcurridos cinco años". En la breve etapa re­
publicana se llegaron a celebrar tres referéndums autonómicos, todos ellos con resultados 
positivos: el 2 de agosto de 1931 en Cataluña (porcentaje de votos favorables sobre el cen­
so: 74'86), el5 de noviembre de 1933 en el País Vasco (porcentaje de votos favorables so­
bre el censo: 84'05) y el 28 de junio de 1936 en Galicia (porcentaje de votos favorables so­
bre el censo: 73'96). Como señala el profesor Hernández Lafuente, destaca el "elevado 
porcentaje de votantes que acudieron a las urnas para manifestar su voluntad autonomista, 
superándose en los tres referéndums celebrados durante el período republicano el nivel de 
participación conseguido en las tres elecciones que en el mismo se convocaron ... los datos 
revelan una inequívoca voluntad y entusiasmo en la actuación colectiva de estos pueblos 
que se movilizaron unánimemente por su autonomía". Cfr. Hernández Lafuente, Adolfo: 
"Los referéndums de autonomía ... ", op. cit., págs. 97-119; Aguiar de Luque, Luis: Demo- . 
cracia ... , op. cit., págs. 244-251. 
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dum que ahora estamos analizando no se demandaba quórum mínimo 
de participación, y era suficiente con que la mitad más uno de los votos 
v{t1idos hubiera sido favorable al texto estatutario propuesto, hecho este 
cómputo provincia por provincia (160). Este tipo de referéndum regio­
nal se ha utilizado en cuatro comunidades autónomas (Cataluña, Euska­
di, Galicia y Andalucía) y en todas ellas, con diferentes porcentajes de 
participación y apoyo, los resultados han sido positivos (161). 

2"+"+. Referéndum para I/lodificar los esta tillos de autonomía de las co­
IIll/nidades 1I1/t(ÍIlOl/laS (/I/e hayan seKuido la \'ía rúpida (art. 152-2) 

Los estatutos de autonomía que se han elaborado y aprobado si­
guiendo los trúmites preceptuados en el artículo 151-2 -esto es, los de las 
cOl1lunidades que han seguido la vía rúpida- "solamente podr:tn ser mo­
dificado~ mediante los procedimientos en ellos establecidos y con refe-

(16()) Cfr. Linde Paniagua. Enrique v Herrero Lera. Miguel: "El referéndum en la 
Con'titución ...... op. ci! .. püg. 44. 

( I h liLa convocatoria de los referéndums sobre los Estatutos vasco y catalán se hizo. 
ante la ralta de desarrollo legislativo del arto 92-3 de la Constitución. por la vía del decreto­
In (Real Decreto-In 131197Y v Real Decreto-ley 14/1979. ambos de 14 de septiembre). 
l·. ,ta técnica ,u,citli en la doctrina serias dudas sobre su corrección constitucional. Cfr. Lin­
de Palllagua. Enrique: "Anotaciones:.t los Decretos-leyes de convocatoria de los referén­
dlll11' autonl\micos en el Pab Vasco y Cataluña: vigencia dc la Constitución y reserva de ley 
Ilrgúnica" en Rl'l'isfll de Adlllini.Hrtlcirin Ptihlicll. núm. XY. 1979. págs. 411-17: Tomás Villa­
rn"a. Joaquín: "l'roet:so autonómico ...... "p. cir.. págs. 26-30. 

l.'" re,ultado, que se produjeron en los cuatro referéndums celebrados en aplicación 
clel ,egundo pürrafo del arto 1.:'\ 1 de la Constitución fucron los siguientes (en porcentajes so­
hrL' lo~ votantes): 

A) ('lI/l/llII;lI !25-X-Il)7l)): Sí (1'1"1 l. No (7'1'). Blanco (J'5) y Nulos «(r5). Cfr. Equipo 
de S"l'i"l"gía l'lecloral de la Universidad Autónoma de Barcelona: "El referéndum del 
I·,talul" de Aut"nomía en Catalulla" en Rel'isfII de Estudios Políticos, núm, 12. 197Y. 
I'ag'. 1'17-213: Ollero Butler. Fernando: "El referéndum para la autonomía de Cataluña" 
c'n U<,\'i.,{a dd IkIJllrlllll/i'II{(1 eII' Ikrn/¡o Político. núm. 5. invierno IY79-IYHO, págs. 213-
~~~. 

H) rll.,kadi (!5-X-Il)7l)): Si (90'::> l. No (5'1 ). Blanco (3'4) y Nulos (1'1 ). Cfr. Del Casti-
11" \'.:ra. Pilar: "Rdnéndulll del Estatuto de Autonomía en el País Vasco" en Relú((¡ del 
!J('/IlIr!(l/I/l'IIIO di' Ikr('c/¡n Político. núm. 5. invierno 197'1-1 '11'0. págs. 201-211: Corcuera 
:\tien~a. Javier v Péret Calvo. Alherto: "En torno al referéndum del Estatuto de Autono­
l11ía del Paí, Vasco. Notas sohre el suhsistema de partidos vascos" en Revistll de Estlldios 
I'o!iticos. núm. 12. Ilny. púg'. 17Y-IY6. 

C) GlI!iciu (!.I-XII-Il)80): Sí (73'.1). No (19'7). Blanco (4'(,) y Nulos (2'2). Cfr. Sánchez 
(;onzúJel. Santiago: "Rekréndum sobre el Estatuto de Autonomía de Galicia" en Revista 
dI' l)er('cllll ¡',,!itico. núm. y. primavera 19H1. págs. 219-220. 

D) Alldulllcill (]O-X-¡l)8¡): Sí (XY·3). No (7). Blanco (2'1') v Nulos «(n). Cfr. Mellado 
Prado. Pilar: "El referéndum sohre el Estatuto de Autonomía'¡¡ndaluz" en Revista de De­
r('cho P"/{tico. núm. 13. primavera IYX2. pügs. 213-215. 
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réndum entre los electores inscritos en los censos correspondientes" (art. 
152-2 de la Constitución). El artículo 10 de la Ley Orgánica 2/1980 preci­
sa que este referéndUm requerirá el cumplimiento previo de los trámites 
de reforma establecidos en el estatuto de autonomía que se quiera modi­
ficar, o, "en su defecto, de los que fueran precisos para su aprobación, 
debiendo ser convocado (el referéndum) en el plazo de seis meses desde 
el cumplimiento de los mismos". 

El requisito constitucional de que cualquier reforma de los estatutos 
elaborados por la vía del art. 151-2 deba ser ratificada por el pueblo, a 
través de un referéndum, ha sido recogido y desarrollado por los cuatro 
estatutos de autonomía de las comunidades especiales (arts. 56 y 57 del 
Estatuto catalán, arts. 46 y 47 del Estatuto vasco, arts. 56 y 57 del Estatu­
to gallego y arts. 74 y 75 del Estatuto andaluz). Con este requisito, justi­
ficado por el hecho de que su aprobación también requirió la participa­
ción directa de los ci udadanos (162). se ha querido acentuar el car:lcter 
rígido de la "norma institucional básica" de la comunidad autónoma 
(163). Por otra parte, aunque ni la Constitución ni la Ley Orgánica del 
Referéndum han previsto el quórum preciso para ratificar la reforma de 
los estatutos, parece lógico entender que se exigirá el mismo porcentaje 
que se demandó para aprobarlos (esto es, la mayoría de los votos válida­
mente emitidos), y también parece evidente que el cómputo deberá efec­
tuarse provincia por provincia (1 M). 

Añadamos a lo anterior que el Estatuto de Autonomía del País Vas­
co contiene, en el tercer apartado del artículo 47, un tipo sui generis de 
referéndum de reforma estatutaria: el exigido para suprimir el artículo 
17-6-b-inciso segundo (1 (5), que faculta a los Cuerpos y Fuerzas de Se­
guridad del Estado para intervenir en Euskadi, bajo la responsabilidad 
exclusiva del Gobierno de la Nación, "en supuestos de especial urgen­
cia" (166). 

(162) Cfr. De Esteban. Jorge: El régimen .... op. cil .. vol. 1. pág. 9k Y vol. 11, püg. :WJ. 
(163) Con análogo criterio, cfr. Cruz Villalón, Pedro: "El referéndum ... ", op. cil .• pilg. 

165. 
(164) El artículo 5-2 de la Ley Orgánica del Referéndum, ubicado en el epígrafe dedi­

cado a "Disposiciones generales", precisa que "la circunscripción será, en lodo ('liSO. la pro­
vincia". 

(165) El artículo 47-3 del Estatuto vasco, situado en el capítulo IV bajo el título "De la 
reforma del Estatuto", está redactado con el siguiente tenor: "El segundo inciso de 1,1 letra 
b) del número 6 del artículo 17 del Estatuto podrá ser suprimido por mayoría de tres 4uin­
tos del Congreso y el Senado y aprobación del Parlamento Vasco. con posterior re/Í'rén­
dum convocado al efecto, debidamente autorizado". 

(166) El artículo 17-6-b-inciso segundo del Estatuto de Euskadi dice así: "En supuestos 
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Para concluir este epígrafe queremos plantear la cuestión de deter­
minar si los estatutos de las comunidades autónomas de segundo grado 
hubieran podido exigir, amparándose en la cláusula abierta del art. 147-
3, que la reforma de los mismos fuera aprobada en referéndum entre los 
electores inscritos en los censos correspondientes (167). En torno a este 
tema hay que subrayar que la doctrina se ha mostrado dividida. Mientras 
que algunos autores se inclinan por aceptar esta posibilidad invocando 
"la libertad que al respecto establece el artículo 147-3" (168), otro sector 
doctrinal estima que sería "poco consecuente" interpretar los preceptos 
constitucionales en el sentido de admitir que fuese más agravado el pro­
cedimiento de reforma de un precepto cualquiera del Estatuto, por insig­
nificante que fuera, que el de aprobación del Estatuto entero (que, como 
sabemos, en las comunidades de vía lenta no exige referéndum) (169). 

2.4.5. Referéndum para la incorporación de Navarra a la Comunidad 
A utónoma Vasca (disposición transitoria cuarta) 

La provincia de Navarra -por sus peculiaridades históricas, políticas 
y culturales- fue "objeto de una previsión singular" (170) en la disposi­
ción transitoria cuarta de la Constitución. En el primer párrafo de la mis­
ma se establece que, a efectos de su posible incorporación a la Comuni­
dad Autónoma Vasca, "en lugar de 10 que establece el artículo 143 de la 
Constitución, la iniciativa corresponde al Organo Foral competente-esto 
es, al Parlamento de Navarra (171 )-, el cual adoptará su decisión por ma­
yoría de los miembros que 10 componen. Para la validez de dicha inicia­
tiva -sigue diciendo este precepto- será preciso, además, que la decisión 
del Organo Foral competente sea ratificada por referéndum expresamente 
convocado al efecto, y aprobado por mayoría de los votos válidos emiti­
dos". Lo primero que debemos señalar es que el procedimiento 

de especial urgencia y para cumplir las funciones que directamente les encomienda la 
Constitución. los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado podrán intervenir bajo la res­
ponsabilidad exclusiva del Gobierno, dando éste cuenta a las Cortes Generales. Las Cortes 
Generales, a través de los procedimientos constitucionales, podrán ejercitar las competen­
cias que les corresponda". 

(167) Cfr. Oliver Araujo, loan: "La reforma del Estatuto de Autonomía para las Islas 
Baleares" en Cuadernos de la Facultad de Derecho, núm. 11, 1985, págs. 102-103. 

(168) Cfr. Entrena Cuesta, Rafael: "Artículo 147" en Comentarios a la Constitución, 
Civitas, Madrid, 1980, pág. 1600. En el mismo sentido, cfr. Torres del Moral, Antonio: 
Principios ... , op. cit., vol. 1, pág. 127. 

(169) Cfr. Muñoz Machado, Santiago: Derecho Público ... , op. cit., pág. 307. 
(170) Ibidem, pág. 276. 
(171) El artículo primero del Real Decreto 121/1979, de 26 de enero, precisó que el 

"Organo Foral competente" a que alude la disposición transitoria cuarta de la Constitución 
es el Parlamento Foral de Navarra. 
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de integración de Navarra en Euskadi es, en la actualidad, impractica­
ble, pues no ha encontrado el más mínimo desarrollo ni en la Ley Orgá­
nica del Referéndum ni en la Ley Orgánica de Reintegración y Amejora­
miento del Régimen Foral de Navarra (172). 

En torno al referéndum previsto en la disposición transitoria cuarta 
de la Constitución -que trae su causa inmediata en el Real Decreto-ley 2/ 
1978, de 4 de enero (173)- podemos destacar los siguientes aspectos: 

1°) Para la validez de la iniciativa es preciso que la decisión de las 
Cortes de Navarra sea ratificada en referéndum por la mayoría de los vo­
tos válidamente emitidos. Como vemos, lejos de establecerse las dificul­
tades extremas del art. 151-1, se exige el mismo porcentaje de apoyo po­
pular que el demandado para aprobar los estatutos de autonomía de los 
territorios que han seguido la vía rápida (art. 151-2). 

2") Aunque la disposición transitoria cuarta no precisa el ámbito te­
rritorial y personal de esta consulta, parece claro, como afirman los pro­
fesores Linde Paniagua y Herrero Lera, que "es el de la provincia de Na­
varra y el cuerpo electoral de la citada provincia" (174). 

3°) En tercer lugar, debemos subrayar que, de acuerdo con el precep­
to que estamos comentando, la iniciativa de incorporación adoptada por 
el Parlamente navarro debe ratificarse en "referéndum expresamente 
convocado al efecto". Lo que comporta que esta consulta no podrá "acu­
mularse a otras ni entenderse incluida en una más amplia" (175). 

4°) Indiquemos, por otra parte, que el segundo párrafo de la disposi­
ción transitoria cuarta, violentando tal vez "su condición de transitoria", 

(172) Cfr. Torres del Moral, Antonio: Principios .... op. cit .• vol. l. págs. 109-110; 
Aguiar de Luque, Luis: "Referéndum", op. cit., pág. 797; Santamaría Pastor, Juan Alfon­
so: "Artículo 92", op. cit .• pág. 1320. 

(173) El Real Decreto-ley 2/1978, de 4de enero (B.O.E. 6-1-1978), que regulaba el pro­
cedimiento para decidir la incorporación de Navarra al Consejo General del País Vasco, 
precisaba que "en el caso de que el Organo Foral competente decidiese aprobar la presen­
cia de Navarra en el Consejo General del País Vasco, será necesario, para que tal acuerdo 
alcance validez, que esta decisión sea ratificada por el pueblo navarro mediante consulta po­
pular directa a través del procedimiento y en los términos que determine el Gobierno de 
acuerdo con la Diputación Fora)" (art. 2). 

(174) Cfr. Linde Paniagua, Enrique y Herrero Lera, Miguel: "El referéndum en la 
Constitución ... ", op. cit., pág. 45. 

(175) lbidem. 
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permite plantear "indefinidamente" el tema de la incorporación de Na­
varra a la Comunidad Autónoma Vasca (176). En efecto, de acuerdo con 
el mismo, si la iniciativa no prosperase, podría volverse a reproducir 
siempre que no fuera en el mismo "período de mandato del Organo Fo­
ral competente", y en todo caso cuando hubiera transcurrido un plazo 
mínimo de cinco años. 

Finalmente, queremos recordar que el artículo 47-2 del Estatuto de 
Autonomía del País Vasco ha establecido, en líneas generales, el proce­
dimiento que deberá seguirse una vez que se hayan cumplido los dos trá­
mites que integran, según la disposición transitoria cuarta de la Constitu­
ción, la fase de iniciativa del proceso de incorporación (esto es, la apro­
bación por mayoría absoluta del Parlamento de Navarra y el referéndum 
afirmativo entre los electores inscritos en los censos de esta pmvincia). 
Sin entrar ahora en el análisis de este procedimiento (177), duramente 
criticado por el profesor Tomás Villarroya (178),10 que sí queremos des­
tacar es que deberá finalizar con un nuevo referéndum que, según reza el 
inciso final del citado precepto, deberá ser en este caso "del conjunto de 
los territorios afectados" (179). 

2.5. REFERENDUM MUNICIPAL 

Para finalizar la exposición de las diversas modalidades de referén­
dum previstas en el ordenamiento constitucional español debemos refe-

(176) Cfr. Tomás villarroya, Joaquín: "Proceso autonómico ... ", op. cit., pág. 60. 
(177) El artículo 47-2 del Estatuto de Euskadi, ubicado en el título dedicado a su refor­

ma, dice que "en el caso de que se produjera la hipótesis prevista en la disposición transito­
ria cuarta de la Constitución. el Congreso y el Senado, en sesión conjunta y siguiendo el 
procedimiento reglamentario que de común acuerdo determinen, establecerán, por mayo­
ría absoluta, qué requisitos de los establecidos en el artículo 46 (que regula el procedimien­
to ordinario de reforma) se aplicarán para la reforma del Estatuto, que deberán en todo 
caso incluir la aprobación del Organo Foral competente, la aprobación mediante ley orgá­
nica, por las Cortes Generales, y el referéndum del conjunto de los territorios afectados". 

(178) El profesor Joaquín Tomás viIlarroya ("Proceso autonómico ... ", op. cit., pág. 
61) ha comentado el artículo 47-2 del Estatuto vasco en los siguientes términos: "asume la 
regulación de un tema que debiera corresponder, principalmente, a Navarra; prevé la reu­
nión conjunta del Congreso y del Senado en un supuesto que la Constitución no contem­
pla; encomienda a las dos Cámaras la fijación de un procedimiento indeterminado; le per­
mite seleccionar los requisitos fijados en el artículo 46 del mismo Estatuto". 

(179) Esta precisión final resulta, según el profesor Joaquín Tomás Viii arroya ("Proce­
so autonómico ... ", op. cit, pág. 61), dudosamente constitucional, pues parece estar en 
"contradicción directa" con el artículo 151-2,4° Y 5° de la Ley Fundamental, que exige que 
el Estatuto sea aprobado en cada provincia. 
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rirnos a las consultas populares de ámbito municipal. En efecto, aunque 
la Constitución no las reconoce expresamente, su admisión en nuestro 
sistema político parece bastante evidente en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 149-1-32a de la misma (180). Además, por si quedaba alguna 
duda, la disposición adicional de la temprana Ley Orgánica del Referén­
dum precisó que los preceptos de dicha Ley "no alcanzan en su regula­
ción a las consultas populares que puedan celebrarse por los Ayunta­
mientos, relativas a asuntos relevantes de índole municipal, en sus res­
pectivos territorios, de acuerdo con la legislación de Régimen Local, y a 
salvo, en todo caso, la competencia exclusiva del Estado para su autori­
zación". A pesar de que esta disposición excluye a los referéndums mu­
nicipales del ámbito de aplicación de la Ley Orgánica 2/1980, los recono­
ce de forma inequívoca y además, indirectamente, precisa algunos as­
pectos de esta modalidad referendaria. Ha sido, sin embargo, la Ley Re­
guladora de las Bases del Régimen Local, de 2 de abril de 1985 (181), 
quien ha fijado los caracteres esenciales de las consultas populares muni­
cipales. Su artículo 71, situado dentro del capítulo dedicado a la "infor­
mación y participación ciudadanas", está redactado con el siguiente te­
nor: "De conformidad con la legislación del Estado y de la Comunidad 
Autónoma, cuando ésta tenga competencia estatutariamente atribuida 
para ello, los Alcaldes, previo acuerdo por mayoría absoluta del Pleno 
y autorización del Gobierno de la Nación, podrán someter a consulta po­
pular aquellos asuntos de la competencia propia municipal y de carácter 
local que sean de especial relevancia para los intereses de los vecinos, 
con excepción de los relativos a la Hacienda Local" (182). 

Analizando estos dos preceptos -la disposición adicional de la Ley 
Orgánica del Referéndum y el artículo 71 de la Ley de Bases del Régi­
men Local- descubrimos cuales son los aspectos más destacados de los 
referéndums municipales: 

- En primer lugar, vemos que sólo pueden someterse a consulta po-

(180) El artículo 149-1-32" de la Constitución ofrece la siguiente redacción: "El Estado 
tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: ( ... ) 32". Autorización para la 
convocatoria de consultas populares por vía de referéndum" . 

(181) Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (Boletín 
Oficial del Estado de 3 de abril de 1985). 

(182) El artículo 18 de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local precisa que: 
"1. Son derechos y deberes de los vecinos: ( ... ) f) Pedir la consulta popular en los términos 
previstos en la Ley". A nuestro juicio, se trata de una mera concreción del genérico dere­
cho de petición consagrado en el artículo 29-1 de la Carta Magna, sin que tal solicitud vin­
cule jurídicamente a los órganos municipales. 
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pular los asuntos especialmente relevantes de índole municipal, con lo 
cual es evidente que deberán excluirse los referéndums que recaigan so­
bre materias que no sean de la competencia de los Ayuntamientos y 
aquellos otros cuyo resultado pudiera tener repercusiones supramunici­
pales (183). 

- En segundo lugar, constatamos que hay un límite por razón de la 
materia de carácter absoluto: los asuntos relativos a la Hacienda Local, 
aunque tengan especial relevancia para los vecinos, no podrán someter­
se al veredicto popular. La justificación de esta exclusión hay que bus­
carla en la particular naturaleza de los temas fiscales, especialmente ap­
tos para su utilización demagógica. 

- En tercer lugar, observamos que, para que un Alcalde pueda so­
meter a consulta popular un asunto municipal, es preciso el acuerdo pre­
vio del Pleno del Ayuntamiento por mayoría absoluta y la autorización 
del Gobierno de la Nación. No pueden negarse, a nuestro juicio, algunas 
coincidencias procedimental es con el referéndum consultivo consagrado 
en el artículo 92 de la Constitución, que exige -como sabemos-la autori­
zación del Congreso de los Diputados por mayoría absoluta (184). 

- Finalmente, en cuarto lugar, se determina que el ámbito de los re­
feréndums que celebren los Ayuntamientos será el de "sus respectivos 
territorios", quedando en la penumbra la posibilidad de celebrar consul­
tas de ámbito comarcal, provincial o regional (185). 

Por otra parte, debemos precisar que algunos Estatutos de Autono­
mía se han hecho eco de la posibilidad de que se celebren referéndums 
municipales, asumiendo competencias en esta materia. A título de ejem­
plo, recordemos que el artículo 15-2 del Estatuto de Andalucía afirma 
que "corresponde a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo 
del sistema de consultas populares locales en el ámbito de Andalucía, de 
conformidad con lo que dispongan las leyes a que se refiere el apartado 

(183) Cfr. Santamaría Pastor, Juan Alfonso: "Artículo 92", op. cit., pág. 1320. 
(184) Con anterioridad, los profesores Linde Paniagua y Herrero Lera habían defendi­

do que la modalidad de los referéndums municipales "está comprendida en el referéndum 
consultivo del artículo 92". Cfr. Linde Paniagua, Enrique y Herrero Lera, Miguel: "Co­
mentario a la Ley ... ", op. cit., pág. 94; Linde Paniagua, Enrique: "Artículo 92 ... ", op. cit., 
pág. 381. 

(185) A pesar del silencio legal, se inclinan por admitir esta posibilidad, entre otros, los 
siguientes autores: Aguiar de Luque, Luis: "La Ley Orgánica de ... ", op. cit., pág. 168; Lin­
de Paniagua, Enrique y Herrero Lera, Miguel: "Comentario a la Ley ... ", op. cit., pág. 94. 
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3 del artículo 92 y el número 1 y 32 del artículo 149-1 de la Constitución, 
correspondiendo al Estado la autorización de su convocatoria". Cláusu­
las del mismo tenor pueden verse en el artículo 10-2 del Estatuto de Ca­
taluña, en el art. 32-1-8 del Estatuto de Valencia y en el art. 31-3 del Es­
tatuto de Canarias. 

A juicio del profesor Torres del Moral, estos referéndums municipa­
les "darán a los ciudadanos la oportunidad de autogobierno en los pro­
blemas más próximos y presumiblemente más conocidos. La vieja idea 
de que la democracia directa sólo es posible o resulta más viable en las 
comunidades reducidas puede tener aquí su plasmación más evidente" 
(186). 

(186) Cfr. Torres del Moral, Antonio: Principios ... , op. cit., vol. 1, pág. 128. 




